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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 12 de junio de 1992. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria el próximo martes 16, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


19%) Por el que se deroga la Ley N* 7.253 (Ley de Duclos) 
y los artículos 38 y 200 a 205 del Código Penal. 


(Carp. N* 96/90 - Rep. N* 401/92) 


2% Por el que se establecen normas para la marcación del 
ganado mayor. 


(Carp. N* 698/91 - Rep. N* 410/92) 
LOS SECRETARIOS” 

2) ASISTENCIA 
ASISTEN: los señores senadores Abadie, Amorín Larra- 


ñaga, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Blanco, Bouza, Brue- 
ra, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Gargano, González Mo- 
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10) Solar de Artigas. Se designa con su nombre a la 
Escuela Especial para Discapacitados de la ciu- 
dad de Carmelo ..ccoonroncanaonanonnnronesonosa esa iiactaaea . 198 


- Se resuelve por moción del señor senador Mi- 
llor, incluir un proyecto en esc sentido en el 
orden del día de la sesión del día de mañana. 
11 y 13) Ley de Duelos. Su derogación .........momoooo. ...199 y 221 


- En consideración. 


- Manifestaciones del miembro informante, señor 
senador Blanco. 


- Manifestaciones del señor Presidente del Sena- 
do y de varios señores senadores. 


- Continúa en consideración. 
12 y 14) Orden del día. Se levanta la sesión ........... 220 y 222 
- Por moción del señor senador Korzeniak se re- 
suclve continuar la consideración del tema en el 


día de mañana, incluyéndolo en primer término 
del orden del día y levantar la sesión. 


dernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Librán Bonino, Millor, 
Pereyra, Pérez, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Singlet, Urioste y 
Zumarán. 


FALTAN: con aviso los señores senadores Belvisi y Silvei- 
ra Zavala; con licencia, el señor senador Alonso Tellechea. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abicrta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 8 minutos) 

-Dése cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 

“Montevideo, 16 de junio de 1992, 

La Presidencia de la Asamblea General destina un Mensaje 
del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley por el 
que se autoriza la realización de la Operación UNITAS XXXITL 

-A la Comisión de Defensa Nacional. 

La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 


del Tribunal de Cuentas de la República comunicando las reso- 
luciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


16 de Junio de 1992 


relativo al Estado de Situación Patrimonial y Estado de 
Resultados de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
correspondientes al Ejercicio finalizado el 31 de diciembre 
de 1989. 


relacionado con la solicitud de certificación de deuda por 
parte del Hospital de Clínicas con la firma IBM del Uru- 
guay S.A. 


-Ténganse presente, 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite fax de la 
Embajada Uruguaya en la República Federal de Alemania co- 
municando la visita a nuestro país en el mes de agosto del 
Grupo Parlamentario para América Latina. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


La Cámara de Representantes remite aprobados los siguicn- 
tes proyectos de Icy: 


por el que se extiende al año 1992, el beneficio creado por 
la Ley N* 16,016, de 29 de diciembre de 1988, para deter- 
minados funcionarios de la Dirección General de Casinos. 


-A la Comisión de Hacienda. 


por el que se establecen normas para el prensado y filtrado 
de las borras en los establecimientos vitivinícolas. 


-A la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


y por el que se establecen medidas para descstimular cl 
consumo de tabaco y de protección a los no fumadores. 


-A la Comisión de Salud Pública. 


La Cámara de Representantes remite la exposición escrita 
presentada por el señor representante nacional Mitil Ferreira, a 
fin de que la misma sea remitida a la Comisión de Medio 
Ambiente, relacionada con la declaración emitida por la Inter- 
nacional Demócrata Cristiana en la Conferencia de las Nacio- 
nes Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo que se está 
realizando en Río de Janeiro. 


-A la Comisión de Medio Ambiente, 


La Cámara de Representantes remite nota a la que adjunta 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el se- 
for representante nacional Thelman Borges a fin de que la 
misma seca remitida a la Comisión de Industria y Encrgía, rela- 
cionada con el posible cierre de la planta armadora automotriz 
de la empresa Julio César Lestido en Nueva Palmira, departa- 
mento de Colonia, 


-A la Comisión de Industria y Energía. 
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La Cámara de Representantes comunica que fueron electos 
para integrar la Comisión Permanente que actuará durante cl 
Tercer Período Ordinario de la XLJlla. Legislatura los señores 
representantes Juan Carlos Ayala, Luis Alberto Ferrizo, Daniel 
Delgado, Alba Osores de Lanza, Guillermo Stirling, Dorcen 
Javicr Ibarra y Rafael Michelini como titulares y como suplen- 
tes respectivos Abrahan Czarnievicz, Mario Mesa, Ana Lía 
Piñeyrúa, Nereo Lateulade, Wilson Sanabria, Gonzalo Carám- 
bula y Heriberto Sosa. 


-Téngase presente. 


El Presidente de la Asamblea Nacional de la Provincia de 
Quebec remite Fax invitando al señor Presidente de la Asam- 
blca General y dos parlamentarios a participar en el Simposio 
Internacional sobre la Democracia que se realizará en dicha 
ciudad los días 8 al 13 de setiembre de 1992, en ocasión de 
conmemorarse el Bicentenario de las Instituciones Parlamenta- 
rias de Quebec. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


El señor senador Alberto Zumarán presenta, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley por el que se designa con el nombre 
de “Escribano Antonio Sarachu” la Escuela N* 115 -Jardín de 
Infantes en turno de la tarde- de la ciudad de Carmelo, departa- 
mento de Colonia. 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


El señor senador Manuel María Singlct, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de Economía y 
Finanzas relacionado con la posible racionalización de servi- 
cios en el Banco de la República que implicaría la reducción de 
agencias en el interior. 


-Oportunamente fue tramitado. 


La Junta Departamental de San José remite nota comuni- 
cando la exposición del señor edil Vicente Mallada relacionada 
con las elecciones nacionales y departamentales. 


La Junta Departamental de Flores remite nota apoyando la 
iniciativa de su similar de Canelones respecto a la creación de 
una ley que establezca que los canales de Televisión y Radioe- 
misoras transmitan un 40% de programas nacionales en hora- 
rios preferenciates, 


La Junta Departamental de Paysandú remite nota cornuni- 
cando que declaró de interés departamental la construcción de 
una residencia estudiantil de tercer nivel en dicha ciudad. 


La Junta Departamental de Salto remite nota adjuntando la 
Declaración relacionada con el golpe de estado realizado en la 


República del Perú. 


-Ténganse presente”. 
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4) PROYECTO PRESENTADO 
“Montevideo, Junio de 1992. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


El cscribano ANTONIO MARIA SARACHU ONETTO; 
nació en Carmelo (departamento de Colonia) el 18 de diciem- 
bre de 1931. Cursó enseñanza primaria en el Colegio del Divi- 
no Maestro de Carmelo y Colegio Pío en Montevideo. 


Los cuatro años liccales de la época los realizó en el Liceo 
de Carmelo, preparatorios en el IAVA (1949-1950). 


Culmina los estudios Universitarios en 1956 egresando como 
Escribano. 


Desde muy joven se destacó con sobradas dotes de dirigente 
primero en los círculos de su ciudad en la Juventud de la 
Parroquia de Carmelo y luego como dirigente estudiantil y 
deportivo en el ambiente universitario. 


Como joven Escribano ejerce en Carmelo dándole a su pro- 
fesión un altísimo grado de servicio en primer lugar a quienes 
le solicitaban y en segundo lugar favoreciendo la creación de 
innumerables Cooperativas e instituciones de bien público como 
Club Pedal Carmclo, Cooperativas de Producción, de Consu- 
mo, de Servicios de Salud, de Servicios Odontológicos. 


Es dirigente Departamental del Colegio de Escribanos sicn- 
do Presidente en el momento de fallecer. 


Integra y preside la Comisión Local de Turismo de la Junta 
Local de Carmelo. 


Muy buen ajedrecista es puntal valioso en la conformación 
de la Federación Ajedrecista del Litoral Argentino-Uruguayo 
(F.A.L.A.U.) organizando torneos y competencias de gran ni- 
vel siendo impulsor de la renovación juvenil en este deporte 
ciencia. 


Como hombre público volcó su militancia a la vieja Unión 
Cívica allá por 1947, Contribuyó a la función del PDC en 1962 
siendo dirigente seccional, departamental, convencional, Presi- 
dente de la Mesa de la Convención. 


De csta labor se conservan sus escritos en audiciones radia- 
les y propuestas a todo el Partido. 


En mayo de 1986 convoca a la formación de una nueva 
corriente política que contribuye a la gestación de acuerdos 
políticos por encima de los tradicionales Lemas y así funda en 
su Carmelo natal el actual Movimiento SOCIAL CRISTIANO, 


Como legislador actuó entre 1972 y 1973 ejerciendo el car- 
go con una entrega sin límites en cl tiempo dedicado a su gente 
y al cargo. 
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El recorrido de los diarios de sesiones demuestra que prácti- 
camente no hubo hora previa en la que no expusiera una nece- 
sidad. Trabajó infatigablemente en el tema de comercialización 
de Lanas, Investigadora de la gestión del Banco Hipotecario, 
propuso leyes sobre la elección directa de las Juntas Locales. 


Una labor que para reconstruir requeriría una investigación 
a fondo sobre distintos antecedentes. 


Precisamente conociendo la realidad del medio en que se 
movía propone la creación de una Escuela de Discapacitados 
Intelectuales en Carmelo. La misma fue creada y actualmente 
se distingue con el N* 137 en el departamento de Colonia. 


En la actualidad se está finalizando de construir el nuevo 
local que él mismo contribuyere a dotar de fondos para su 
construcción en el plan Presupuestal de 1973-1977 y que no 
fuera aplicado por el régimen cívico-militar posteriormente, 


El 8 de mayo de 1990 presentamos un proyecto de ley 
solicitando que como reconocimiento a tan ilustre ciudadano se 
le otorgara su nombre a la Escuela N* 137 de la ciudad de 
Carmelo, como eso no fue posible, hoy volvemos a solicitar 
que una escucla lleve su nombre, la Escuela N* 115 Jardín de 
infantes en el turno de la tarde, ubicada en las calles 19 de 
Abril y Gral. Flores de la ciudad de Carmelo. 


PROYECTO DE LEY 


Articulo 12, - Desígnese con el nombre “Escribano Antonio 
Sarachu”, la Escuela N* 115 Jardín de Infantes en el turno de la 
tarde de la ciudad de Carmelo, departamento de Colonia. 


Art. 2%. - Comuníquese, etc. 
Alberto Zumarán, Senador.” 
5) VIVIENDA. Problemas relacionados con su adquisición. 
SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: sabemos perfectamen- 
te que en este tipo de intervenciones no corresponde realizar 
alusiones político partidarias. Por lo tanto, no tengo ninguna 
intención de hacerlas en ese sentido. 


El problema que hoy me preocupa se refiere a la vida de la 
gente, precisamente en torno a su vivienda. Al respecto, debo 
manifestar que he sido visitado por muchas personas que, al 
igual que quien habla, han Icído en la prensa avisos oficiales 
del Banco Hipotecario del Uruguay anunciando el llamado a 
inscripciones a ahorristas del Sistema de Ahorro y Préstamo 
para la adjudicación de viviendas. Si analizamos dichos llama- 
dos nos encontramos con cifras realmente sorprendentes en 
cuanto a las posibilidades de la población a la que se supone 
están dirigidas esas propuestas. A tal extremo es así, que una 
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publicación especializada en el tema dirigida, sobre todo, a 
profesionales e inmobiliarias, titulada “Propiedades”, llega a la 
conclusión de que las cuotas del Banco Hipotecario del Uru- 
guay resultan inaccesibles aun para los hogares de nivel medio. 
En ella se dice, por ejemplo, que para acceder a un apartamen- 
to de dos dormitorios, sólo puede hacerlo el 20% de la pobla- 
ción de mayores recursos. De acuerdo con esto, si tomamos 
como referencia una vivienda ubicada en Lezica -es decir un 
barrio de gente esencialmente trabajadora, muy alejado del cen- 
tro y, sobre todo, habitado por personas de ingreso medio o 
bajo- nos encontramos con cl hecho de que para acceder a un 
apartamento de dos dormitorios, se le exige al aspirante una 
seña de N$ 17:500.000, un ingreso medio de N$ 1:700.000 y el 
pago de una cuota mínima de N$ 500.000. 


Quiere decir que, en caso de que el matrimonio tenga una 
niña y un varón y que, por lo tanto, necesite una vivienda de 
tres dormitorios, ubicada también en esa zona, se les exigiría 
una seña de N$ 22:291,443, un ingreso mínimo de N$ 2:250.000 
y una cuota mínima de N$ 600.000. 


Sin embargo, si esta familia residicra en el interior, por 
ejemplo, en Palo Solo, 3* Sección Judicial del departamento de 
Soriano, de acuerdo con las ofertas que figuran en este aviso, se 
le exige para un apartamento de dos dormitorios una seña de 
más de N$ 6:000.000, un ingreso mínimo de N$ 2:000.000 y 
una cuota mínima de N$ 534.000. Pero sí necesitara contar con 
tres dormitorios, la seña se situaría en N$ 7:313.000, el ingreso 
mínimo en N$ 2:400.000 y la cuota mínima en N$ 650.000. 


Creo, señor Presidente, que estas cifras revelan, por sí solas, 
el desajuste entre la realidad de la población y lo exigido por cl 
Banco Hipotecario del Uruguay. Podemos imaginar, inclusive, 
distintas combinaciones de parejas, por ejemplo, de trabajado- 
res, macstros, empleados de comercio, obreros, industriales, 
policías, funcionarios públicos y hasta me animaría a agregar 
sectores supuestamente medios, como profesionales. Pregunto, 
entonces, a las autoridades del Banco Hipotecario del Uruguay 
si es posible que se pueda llegar a tener esos ingresos. 


Tomemos, por ejemplo, las cifras que nos proporciona el 
semanario “Búsqueda” en cuanto a la canasta familiar que, 
según esta publicación, en febrero de este año se ubicaba en 
N$ 2:000.000. Entonces, si partimos de la base de que lo que 
las familias destinan al rubro vivienda es, de acuerdo con lo 
que nos indica la Dirección de Estadística y Censos, cl 16.25%, 
sería necesario contar con N$ 324.000 para cubrir esta eroga- 
ción. Las cifras hablan por sí mismas: esto no alcanza para 
cubrir mínimamente ninguna de las cuotas a las que hemos 
hecho referencia, ni las de Montevideo, de Soriano ni de otros 
departamentos del interior, Menos aún alcanza para ahorrar ta 
seña ya que los ingresos del común de la gente -a lo que ya 
hemos aludido- ni siquiera es suficiente para cubrir el monto de 
la canasta familiar. 


Pienso que, en este sentido, no debemos olvidar lo que 
establece el artículo 45 de la Constitución de la República, 
donde se expresa: “todo habitante de la República tiene dere- 
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cho a gozar de vivienda decorosa. La ley propenderá a asegurar 
la vivienda higiénica y económica, facilitando su adquisición y 
estimulando la inversión de capitales privados para ese fin”. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
mis palabras se curse al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, al Directorio del Banco Hipote- 
cario del Uruguay, a FUCVAM y al Sindicato Unico de los 
Trabajadores de la Construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud formu- 


* lada por el señor senador Pérez en el sentido de que la versión 


taquigráfica de sus palabras pase al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay, a FUCVAM y al SUNCA, 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


No habiendo otros oradores inscriptos para hacer uso de la 
palabra, el Senado entra a la consideración del orden del día. 


6) FILTRADO Y PRENSADO DE BORRAS EN LOS ES- 
TABLECIMIENTOS VITIVINICOLAS 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por su orden, tiene la palabra cl 
señor senador Gargano y lucgo el señor senador Cigliuti.. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: es para solicitar 
que se trate con carácter de urgente el proyecto relativo a la 
utilización de borras de vino, que ya ha sido aprobado por la 
Cámara de Representantes y que fuera distribuido hace unos 
momentos para información de los señores senadores. En tal 
sentido, pues, formulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara urgen- 
te la consideración del proyecto de ley a que ha hecho referen- 
cia el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 

-19 cn 20. Afirmativa. 

Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia se acaba de 
volar: “Proyecto de ley por el que se faculta al Poder Ejecutivo 
a autorizar cl filtrado y prensado de borras en los estableci- 


mientos vitivinícolas.” 


(Antecedentes:) 
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“Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevidco, 17 de marzo de 1992. 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, 
sometiendo a su consideración el adjunto proyecto de ley, por 
el que se faculta al Poder Ejecutivo a autorizar cada año, a 
propuesta del Instituto Nacional de Vitivinicultura, de acuerdo 
a las condiciones de la zafra, el filtrado y prensado de borras en 
los establecimientos vitivinícolas. 


El Instituto Nacional de Vitivinicultura fiscaliza el cumpli- 
miento de todas las normas que regulan la actividad del sector 
vitivinícola, según las facultades conferidas por el literal j) del 
Art. 141 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto por el Art. 144 
literal b) de la referida norma, el Instituto es asesor preceptivo 
del Poder Ejecutivo en materia de producción, comercializa- 
ción y circulación de la uva, sus subproductos y el vino. 


En ese sentido, el Instituto Nacional de Vitivinicultura con- 
sidera convenicnte, de acuerdo a las condiciones de cada zafra, 
se faculte al Poder Ejecutivo a autorizar el filtrado y prensado 
de borras en dos establecimientos vitivinícolas, a fin de agotar 
al máximo el rendimiento de la maícria prima, en todas sus 
etapas, para obtener una mejor eficiencia industrial. 


Saluda al Sr. Presidente con toda consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Ing. Agr. Alvaro Ramos Trigo. 


PROYECTO DE LEY 


EL SENADO Y LA CAMARA DE REPRESENTANTES 
' DELA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, 
REUNIDOS EN ASAMBLEA GENERAL, 


DECRETAN: 


Artículo 1%. - Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar cada 
año, a propuesta del Instituto Nacional de Vitivinicultura, de 
acuerdo a las condiciones de la zafra, antes de cada 28 de 
febrero, el filtrado y prensado de borras cn los establecimientos 
vitivinícolas y, cn su caso, fijar las cantidades mínimas de 
borras líquidas a entregar a destilerías, por cada cien litros de 
vino elaborado. 


Art. 22. - Derógase el Decreto-Ley N* 15.414, de 10 de 
junio de 1983, 


Art. 32. - Comuníquese, etc. 


Ing. Agr. Alvaro Ramos Trigo. 
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CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar cada 
año, a propuesta del Instituto Nacional de Vitivinicultura, de 
acuerdo a las condiciones de la zafra, antes de cada 28 de 
febrero, el filtrado y prensado de borras en los establecimientos 
vitivinícolas y, en su caso, fijar las cantidades mínimas de 
borras líquidas a entregar a destilerías, por cada cien litros de 
vino elaborado, 


Art. 2%, - Autorízase al Poder Ejecutivo, previo asesora- 
miento del Instituto Nacional de Vitivinicultura, a ejercer, fue- 
ra de plazo, en el corriente año, la facultad prevista en el 
artículo anterior. 


Art. 3% - Derógase el Decreto-Ley N* 15.414, de 10 de 
junio de 1983, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevidco, a 9 de junio de 1992, 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase. 
(Se Ice) 
-En discusión general. 
Tiene la palabra el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: simplemente, de- 
sco informar al Senado que la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca trató, digamos, en forma ficta esta iniciativa, cn 
virtud de que tenía conocimiento de su ingreso al Senado -en el 
que no se había podido dar cuenta porque no hubo sesión del 
Cuerpo- y de que se compartía el texto venido de la Cámara de 
Representantes. 


Si tenemos en cuenta que existe un plazo límite previsto por 
cl artículo 82 de la Ley del 13 de febrero de 1967, que dictami- 
na que antes del 30 de junio de cada año, todo bodeguero 
deberá presentar en la Dirección General Impositiva, Oficina 
de Impuestos Internos, una declaración jurada estableciendo la 
cantidad de uva elaborada y de vino obtenido, acompañada de 
los documentos que acrediten la cantidad de orujos y borras 
entregados a la planta destiladora de acuerdo con lo que esta- 
blezca la reglamentación, obviamente se concluirá que en cel 
día de hoy es preciso votar este proyecto de ley para que pueda 
ser comunicado al Poder Ejecutivo y puedan hacerse efectivas 
algunas disposiciones en él contenidas. Nos referimos, por ejem- 
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plo, al artículo 2%, que expresa: “Autorízase al Poder Ejecutivo, 
previo asesoramiento del Instituto Nacional de Vitivinicultura, 
a ejercer, fuera de plazo, en el corriente año, la facultad previs- 
ta en el artículo anterior”. Se trata de permitir que las bodegas 
que tengan capacidad para procesar las borras, puedan hacerlo. 


Este es, en forma resumida, el fundamento de la propuesta. 


SEÑOR SANTORO, - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: utilizo la interrup- 
ción que me ha concedido el señor senador Gargano, para for- 
mular la siguiente pregunta: ¿este proyecto tiene iniciativa del 
Poder Ejecutivo? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Precisamente, la Presidencia iba 
a preguntar lo mismo. 


SEÑOR SANTORO. - Plantcé esa interrogante porque, como 
cs sabido, este es un tema que ha motivado distintas posturas, 
fundamentalmente, a raíz del problema que genera el filtrado y 
prensado de borras en los establecimientos vitivinícolas. Preci- 
samente, la referencia que se hace en cl artículo 1? de “fijar las 
cantidades mínimas de borras líquidas a entregar a destitcrías, 
por cada 100 litros de vino elaborado”, es uno de los clementos 
fundamentales de contralor en esa industria. 


De acuerdo con esta disposición, también sabemos que el 
Poder Ejecutivo puede autorizar cada año, y a propucsta del 
Instituto Nacional de Vitivinicultura -persona pública no esta- 
tal- el filtrado y prensado de borras en estos establecimientos, 
en los porcentajes que aquí se establecen. Quiere decir que este 
Instituto interviene en el tema, quedando a su cargo el contralor 
de toda la producción de vinos del país. 


En definitiva, lo que queremos saber es si el proyecto cuen- 
ta con iniciativa del Poder Ejecutivo y si esto está encuadrado 
dentro de lo que se viene ejecutando hasta ahora. Es decir que 
no se innova en csta materia, ya que el tema de las borras tuvo, 
en otras épocas, ciertas complicaciones. Dado que la borra 
puede llegar a ser vino -habría que ver de qué calidad- se 
debería, naturalmente, proceder a establecer un contralor efec- 
tivo sobre el manejo de estos elementos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto, trataré de dar 
respuesta, en la medida de mis posibilidades, a las preguntas 
que ha formulado el señor senador Santoro. 
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En principio, debo decir que el proyecto tiene la iniciativa 
del Poder Ejecutivo, previo asesoramiento del Instituto Nacio- 
nal de Vitivinicultura, como procede en estos casos. En segun- 
do término, debe destacarse que este proyecto surge a raíz de 
que hace unos años no existía la cantidad necesaria de bodegas 
técnicamente preparadas para procesar en forma correcta las 
borras de vino, Ahora se puede contar con ellas y es por eso que se 
autoriza, de acuerdo con las condiciones de la zafra -antes del 28 
de febrero- el filtrado y prensado de borras en los estableci- 
mientos vitivinícolas y, en su caso, a fijar las cantidades míni- 
mas de borras líquidas a entregar a destilería. Esto constituye 
una garantía de que el procedimiento se realice en forma co- 
rrecta. 


En tercer lugar, el proyecto intenta hacer posible que, en las 
condiciones actuales, las bodegas que estén técnicamente pre- 
paradas puedan procesar las borras técnicamente y dentro de 
los parámetros bromatológicos y de calidad del producto final. 
De esta forma, se lograría extraer del producto primario una 
importante rentabilidad, cosa que hasta ahora no se ha podido 
hacer, a raíz de las disposiciones vigentes. 


Por último, cabe destacar que todo el procedimiento queda 
en manos del Poder Ejecutivo y del Instituto Nacional de Viti- 
vinicullura. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: simplemente, desco 
dejar una constancia. 


Nosotros vamos a votar este proyecto. Sin embargo, en lo 
que concierne al artículo 1% debemos decir que, a nuestro jui- 
cio, a través de él se está coartando, en cierta forma, la libertad 
del productor. Pensamos que existen productores que poscen la 
eficiencia suficiente como para extraer un buen producto de la 
propia borra de vino. Entonces, al establecerse que será el 
Poder Ejecutivo el que discriminará las proporciones, las canti- 
dades, se coarta en cierta manera, algo que tenemos que defen- 
der en el ordenamiento económico: la capacidad de la iniciati- 
va privada y la eficiencia que, se supone, será canalizada a 
través de la experiencia de cada uno de los productores. No 
crecmos que sea esta la intención del proyecto. Pensamos que a 
través de él se estaría coartando el propio desarrollo empresa- 
rial, pues repito que existen productores que son capaces de 
extraer de la propia borra un producto de buena calidad. Esto, 
partiendo de la base de que ningún productor va a disminuir a 
propósito la calidad de su producto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general. 


(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 

Léase cl artículo 1*. 

(Se Ice:) 

“ARTICULO 1*. - Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar 
cada año, a propuesta del Instituto Nacional de Vitivinicultura, 
de acuerdo a las condiciones de la zafra, antes de cada 28 de 
fcbrero, el filtrado y prensado de borras en los establecimientos 
vitivinícolas y, cn su caso, fijar las cantidades mínimas de 
borras líquidas a entregar a destilcrías, por cada cicn litros de 
vino claborado”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase cl artículo 2*, 

(Se lcc:) 

“ARTICULO 2%. - Autorízase al Poder Ejecutivo previo 
asesoramiento del Instituto Nacional de Vitivinicultura, a ejer- 
cer fuera de plazo, en el corriente año, la facultad prevista en el 
artículo anterior”. 

-En consideración. 

Sí no se hace uso de la palabra, sc va a votar, 

(Se vota:) 

-22 cn 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3%, 


(Se Icc:) 


“ARTICULO 3*, - Derógase cl Decreto-Ley N* 15,414, de 
10 de junio de 1983”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 cn 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado, en general y en particular, el proyecto de 


ley, que se comunicará al Poder Ejecutivo, a los efectos de su 
promulgación. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


7) DISTRIBUCION DE GANANCIAS DE LOS CASINOS, 
Se extiende al año 1992 el beneficio creado por Ley 
N? 16.016. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: como el Senado se 
habrá dado cuenta, ha entrado un proyecto de ley relativo a la 
distribución de las ganancias de los Casinos, que cuenta ya con 
media sanción de la Cámara de Representantes. Se trata de un 
beneficio que fue otorgado por una Ley del año 1988, para el 


Año siguiente, y que debió ser autorizado para los años subsi- 


guientes. Cabe señalar que luego de la Ley original, N* 16.016, 
ha habido ya dos autorizaciones sucesivas. Concretamente, hago 
moción en el sentido de que este proyecto, que tiene su origen 
en el Poder Ejecutivo, sea considerado como urgente, a los 
efectos de que los funcionarios de los Casinos Municipales 
puedan cobrar el beneficio correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor senador Ci- 
gliuti. 


(Se vota:) 
-22 en 23, Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia se acaba de 
votar: “Proyecto de ley por el que se extiende al año 1992 el 
beneficio creado por la Ley N* 16.016”. 


(Antecedentes:) 


“Ministerio de Economía 
y Finanzas 


Montevideo, 19 de mayo de 1992. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 


Tenemos el honor de dirigirnos a Ud, remitiendo el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se extiende al actual ejercicio el 
beneficio creado por la Ley N* 16,016, de 29 de diciembre de 
1988. 


Por dicho texto se creó un Fondo Espccial en la Dirección 
General de Casinos, integrado por el 1,5% de las utilidades 
brutas resultantes de la explotación de los juegos de azar en los 
Casinos y Salas de Esparcimiento, destinado a ser distribuido 
entre todos los funcionarios de aquel organismo, con excepción 
de quienes revistan en el escalafón especializado (AcC) de 
Casinos. 
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Como es sabido, criterios tradicionales en materia de explo- 
tación de juegos de azar de Casino, determinan la existencia de 
dos grupos de funcionarios con intereses contrapuestos: por un 
lado, aquellos que realizan las operaciones propias del jucgo y 
tienen un trato más directo con el público (Especializados- 
Casinos) que, además del sucldo, perciben las sumas que en 
concepto de propina donan los apostadores y, por otro lado, los 
funcionarios que fiscalizan y controlan las operaciones mencio- 
nadas (Administrativos-Fiscalización) a los que, además del 
sueldo, se les otorga una participación en las ganancias con la 
finalidad de interesarlos en los resultados de la explotación e 
incentivarlos a realizar un más eficaz control. 


Con esc espíritu, sucesivas normas dicron participación en 
las utilidades de la explotación de juegos de azar a los funcio- 
narios encargados de la fiscalización y vigilancia de los Casi- 
nos explotados por el Estado, 


Ea última de las referidas normas, el artículo 5% de la Ley 
N?* 13.921, de 30 de noviembre de 1970, otorgó el 10% de las 
ganancias brutas al citado personal. 


Ahora bien, durante el período de facto, se dictó el Decreto 
N* 360/978 de 28 de junio de 1978, el que, por vía interpretati- 
va, creó un sistema de distribución del referido porcentaje que, 
en la práctica, llevó a que un grupo de funcionarios perciban un 
porcentaje menor al establecido en la citada Ley N* 13.921 
violándose, de esta forma, el espíritu del Legislador y descono- 
ciendo derechos adquiridos. 


En efecto, el artículo 8% del mencionado decreto dispuso 
que cl 10% de la ganancia bruta a distribuirse entre el personal 
beneficiario, se dividirá de la siguiente forma: un 7% que se 
distribuye entre cl personal del Casino y el restante 3% es 
destinado a un fondo común que bencficia al personal de todo 
el Organismo, como si pertencciera a una sola repartición, con 
exclusión del referido personal del Escalafón Espccializado- 
Casinos. 


Por esta vía y en la práctica, los funcionarios de los Casinos 
de más alta productividad vieron disminuir su participación en 
las ganancias en forma notoria. 


Tal circunstancia gencró una serie de conflictos gremiales 
una vez reinstaurada la Democracia los que finalizaron con la 
aprobación de la citada Ley N* 16.016, con lo cual se logró que 
los funcionarios de los Casinos de mayor productividad, perci- 
bieran el porcentaje que originariamente les otorgó cl Legisla- 
dor. 


Posteriormente, el cilado beneficio fue extendido al Ejerci- 
cio 1990 por la Ley N* 16.085 de 18 de octubre de 1989 y al 
año 1991 por el artículo 220 de la Ley N* 16.170 de 28 de 
diciembre de 1990. 


Considerándose de toda justicia la extensión al Ejercicio 
1992 del beneficio especial creado por la citada Ley N* 16,016, 
se remite el presente proyecto de ley. 
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Saludamos al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Ignacio de Posadas Montero. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. - Extiéndese al año 1992 el beneficio creado 
por la Ley N* 16.016 de 29 de diciembre de 1988, el que se 
distribuirá de la misma forma que dispuso la citada norma. 


Art. 2%. - Comuníquese, etc. 
Ignacio de Posadas Montero 
CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Extiéndese al año 1992 el beneficio crea- 
do por la Ley N* 16.016, de 29 de diciembre de 1988, el que se 
distribuirá de la misma forma que dispuso la citada norma. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 9 de junio de 1992. 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lec) 
-En discusión gencral. 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTL - Señor Presidente: el Poder Ejecutivo 
remitió al Parlamento, con fecha 19 de mayo, un Mensaje y 
proyecto de ley por el cual se prorrogaba por el año 1992 los 
beneficios dispuestos por la Ley N* 16.016, de 29 de diciembre 
de 1988, para ser otorgados a los funcionarios de los Casinos. 
El hecho de que se tome de las ganancias brutas una propor- 
ción para otorgar a los funcionarios de los Casinos es antiguo, 
pues eso se ha hecho desde antes de 1970. En aquella oportuni- 
dad se planteó con claridad cuál era el caso: algunos funciona- 
rios de los Casinos cobraban su sueldo y también recibían en 
forma proporcional las propinas que les dejan los jugadores, 
mieniras que otros eran los encargados de verificar la correc- 
ción y la claridad de las operaciones que se realizaban. Dado 
que estos últimos estaban en desventaja en relación con los 
primeros, la ley de 1970 dispuso que se les entregara a ellos 
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también una parte de las ganancias. Sin embargo, en el período 
del gobierno de facto, en lugar de otorgárseles el 10% estable- 
cido por ley, se procedió a dividir ese porcentaje, otorgando 
solamente un 7% y destinando el 3% restante a la formación de 
un fondo común para todos los funcionarios, Cuando se produ- 
jo el advenimiento del régimen democrático, se aprobó la Ley 
N? 16.016, por la cual se dispone que el 10% de las utilidades 
brutas será repartido entre todos los funcionarios de los Casi- 
nos, con excepción de los que revisten en el escalafón especia- 
lizado AcC de dicha repartición. En 1990, por la Ley N* 16,085, 
se prorrogó para el Ejercicio 1991 el otorgamiento de ese benc- 
ficio, y así tuvo que procederse al año siguiente. Sin embargo, 
aún no se ha fijado por ley la extensión del otorgamiento de esc 
beneficio para este año. 


El texto remitido por el Poder Ejecutivo -y aprobado por la 
Cámara de Representantes- consta de un único artículo que 
expresa lo siguiente: “Extiéndese al año 1992 el beneficio crea- 
do por la Ley N* 16.016 de 29 de diciembre de 1988, cl que se 
distribuirá de la misma forma que dispuso la citada norma”. 


Hago moción para que se vole en general este proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar en general. 

(Se vota:) 

-23 cn 24. Afirmativa. 

En discusión particular, 

Léase el artículo único del proyecto. 

(Se lcc:) 

“ARTICULO UNICO. - Extiéndese al año 1992 el bencfi- 
cio creado por la Ley N* 16.016, de 29 de diciembre de 1988, 
el que se distribuirá de la misma forma que dispuso la citada 
norma”. 


-En consideración el artículo único. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único del proyecto. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado en gencral y en particular el proyecto de 
ley que ya contaba con la aprobación de la Cámara de Repre- 
sentantes y será comunicado al Poder Ejecutivo a los efectos de 


su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por ser igual 
al considerado) 
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8) DOCTOR JULIO LORENZO Y DEAL. Su falleci- 
miento, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: quiero plantear una 
cuestión de orden, pero en realidad creo interpretar el sentir de 
muchos ciudadanos y quizás de todo el Senado. 


En el día de hoy tuve conocimiento del fallecimiento del 
doctor Julio Lorenzo y Deal. Se trata de una personalidad que 
tuvo una larga actuación como médico y como político, Se 
consagró a su profesión, ejerciéndola en distintos lugares, don- 
de brilló por su talento. Pero brilló también con luces propias y 
revelando inteligencia, capacidad y patriotismo en el campo de 
la política. Desde joven militó en las filas del Partido Nacional. 
Hace poco tiempo lo oímos relatar, con palabras entrecortadas 
por la emoción en una Convención del Partido Nacional, la 
Jornada del 30 de julio de 1916, de la que había sido protago- 
nista siendo muy joven. 


Durante la dictadura fue un sostén de otras generaciones 
que ocupaban cargos de dirección del Partido. Junto a otros 
destacados dirigentes nacionalistas, fue integrante de honor de 
la Primera Convención reunida luego de la dictadura. Don Ju- 
lio Lorenzo y Deal, ocupó una banca en la Cámara de Repre- 
sentantes por más de un Período, volcando su amor por el país 
y creyendo que el Partido Nacional era el instrumento para 
servirlo. En esa actividad también descolló por su inteligencia 
y sus singulares perfiles personales. 


Considero que no podía dejar pasar en silencio la desapari- 
ción de este ciudadano que tuvo una larga vida ya que muere a 
una edad avanzada pero con plena lucidez y ejerció, hasta 
donde le fue posible, sus deberes cívicos. Por lo tanto, creo que 
su vida es un ejemplo de rectitud moral y de recio carácter al 
servicio del país, 


Por todo esto, señor Presidente, quería expresar estas pala- 
bras de homenaje a un magnífico ser humano que tuvimos el 
privilegio de conocer y considerar como compañero y amigo. 
Entonces, en nombre de mis compañeros, deseo expresar la 
profunda congoja que sentimos por la desaparición de este ciu- 
dadano, destacando el singular relieve de su personalidad. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: quiero dejar cons- 
tancia, en nombre de mis compañeros de bancada, de nuestra 
solidaridad con la familia de este ciudadano y con los represen- 
tantes del Partido Nacional, por la desaparición de Lorenzo y 
Deal que, sin duda, ha sido una personalidad escuchada por 
amplios sectores de la población uruguaya. 
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Además, deseo expresar que esta figura fue conocida en mi 
casa, puesto que varios de mis familtares, militantes activos del 
Partido Nacional, se encontraron muchas veces con Lorenzo y 
Deal en la lucha por la democracia en el Uruguay. 


Una vez más, quiero dejar constancia de nuestro homenaje 
a esta personalidad desaparecida. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Abusando de la amabilidad del señor 
senador Cigliuti, como de costumbre, voy a solicitar que sca él 
quien se exprese en nombre del Partido Colorado porque, real- 
mente, lo merece la figura que hoy estamos homenajeando. 


Sorprendido por ta noticia que nos acaba de dar el señor 
senador Pereyra quicro, en forma personal, extender las condo- 
lencias a todo el Partido Nacional y a los familiares del señor 
Lorenzo y Deal, por la gran amistad que nos une con su hijo, 
quien actualmente integra el Directorio del Banco de Seguros 
del Estado y es blanco desde que lo conozco. A su familia, 
entonces, quería hacer llegar nuestro afecto y solidaridad en un 
momento tan difícil. En la memoria quedan un montón de 
anécdotas contadas por él mismo, sobre una familia tan parti- 
cular, en cuyo seno convivía un blanco de ley -al que hoy 
homenajeamos- y un colorado también de ley, “Billiken”, quien 
fuc una figura de tremenda trascendencia dentro de mi Partido. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Quiero dejar constancia de nuestra 
adhesión al homenaje que, a iniciativa del señor senador Pereyra, 
el Senado está tributando a don Julio Lorenzo y Deal. 


En estas circunstancias quiero expresar nuestra solidaridad 
con el Partido Nacional, sus familiares y, particularmente, con 
nuestro amigo, su hijo, actual Vicepresidente del Directorio del 
Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere expresar su 
congoja personal, su solidaridad y su coincidencia plena con 
todos los conceptos que se han vertido en Sala. A pesar de la 
gran diferencia de años que nos separa de esta figura -ya que 
crco que falleció con más de noventa años- tuvimos oportuni- 
dad de tratarlo, lo que constituía un verdadero privilegio por su 
entereza moral, su gallardía cívica, su experiencia de la vida y 
del mundo político, su cariño entrañable por el Partido Nacio- 
nal y las instituciones democráticas. Recordamos el episodio 
que ha citado el señor senador Pereyra, que se desarrolló, preci- 
samente, en el Salón de Actos del Palacio Legislativo, con 
motivo de que el Directorio del Partido Nacional -por iniciativa 
de quien entonces cra su Presidente, don Wilson Ferreira Aldu- 


nate- conmemorara los 70 años de la jornada cívica del 30 de 


julio de 1916. En esa oportunidad tuvimos el honor de hacer 
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uso de la palabra en nombre del Directorio y recordamos cuan- 
do el doctor Julio Lorenzo y Deal se levantó de su sillón de 
convencional para evocar con palabras cálidas, brillantes y so- 
bre todo muy emocionadas, aquella jornada de la que había 
sido testigo presencial y, sin duda, uno de los muy poquitos que 
quedaba en el país. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: quiero expresar 
que las palabras del señor senador Pereyra, rindiendo homenaje 
al doctor Julio Lorenzo y Deal, deben interpretarse como for- 
muladas en nombre de toda la bancada del Partido Nacional, 
por lo que solicito que la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas en Sala sea enviada a sus familiares y que el 
Senado se ponga de pie y guarde un minuto de silencio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa así lo había entendido y 
queda constancia de cllo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada, 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pic y guardar 
un mínuto de silencio. 


(Así se hace) 
9) DOCTOR JOSE GOMENSORO. Su fallecimiento. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: me parece pertinente 
no pasar por alto la oportunidad para recordar en el Senado a 
una figura desaparecida días atrás, y que fue un gran orgullo 
para nuestro país. Me refiero al doctor José B. Gomensoro. 


Fue un científico de excepción, un universitario cabal y un 
hombre de gran integridad que desde temprano tuvo una actua- 
ción altamente significativa, tanto a nivel estudiantil -cn la 
Asociación de Estudiantes de Medicina- como en todo lo que 
tiene que ver con la trayectoria universitaria, Además participó 
en el ámbito nacional e internacional en distintos organismos 
de relevancia. Aludo, en particular, al Consejo de la Facultad 
de Medicina, a la órbita universitaria, como integrante del Con- 
sejo Directivo Central, como Director de Publicaciones de la 
Universidad de la República y como miembro del Ejecutivo de 
la Confederación Médica Panamcricana, de la que llegó a ser 
Presidente. 
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Su actuación docente fue muy destacada en el ámbito de la 
neurología y Sus trabajos de investigación le significaron un 
reconocimiento tanto en la esfera nacional como en el extranje- 
ro. 


No deja de scr importante su inequívoca vocación ciudada- 
na en la defensa de los derechos de la persona, en una concep- 
ción que apostó a la libertad del individuo y al respeto integral 
del ciudadano. 


Reitero, señor Presidente, que me pareció oportuno recordar 
mediante estas breves palabras, a cse hombre íntegro, persona 
generosa y Ical universitario cabal y ciudadano compromctido 
con su tiempo y con la humanidad. Indudablemente, su memo- 
ria habrá de perdurar en el ámbito científico, particularmente 
en el referido a la medicina nacional, que tan honrosas distin- 
ciones nos ha significado a todos los uruguayos. Consideré 
como un imperativo moral hacer mención a esa personalidad 
dignísima que en todas las oportunidades -aun en las más di fí- 
ciles- supo mantener en alto un idcario del que nunca claudicó. 


Por lo expuesto, formulo moción para que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras, así como la de otros señores senadores, 
sea enviada a los familiares del doctor José B. Gomensoro y a 
la Facultad de Medicina. Asimismo, solicito que cl Senado se 
ponga de pic y guarde un minuto de silencio en homenaje a su 
memoria. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si ningún otro señor senador de- 
sea hacer uso de la palubra, quien habla quiere expresar que no 
puede permanecer en silencio ante la recordación que ha hecho 
el señor senador Arana del Profesor doctor José B. Gomensoro 
a quien conocí desde la más Licrna infancia. 


En cicrto sentido, me comprenden las generales de la ley 
porque era casado con una prima de mi madre, doña Josefina 
García Morales, hija de un eminente político nacionalista, el 
doctor Alfredo García Morales. 


Su familia y su legión de amigos lo conocieron siempre con 
el apodo de “Bebe”, 


El doctor Gomensoro sintió una vocación irresistible por el 
ejercicio de la medicina y por las disciplinas del pensamiento 
vinculadas de algún modo a la actividad política, a diferencia 
de sus hermanos que, siguiendo la tradición familiar, se dedica- 
ron siempre al comercio en una reconocida casa de remates de 
plaza. 


Sus convicciones llegaron a tal punto que cn plena juventud 
-reción recibido- viajó a España con varios compañeros de cau- 
sa -si es que cabe llamarlo así- y arricsgó su vida, que salvó por 
milagro, en la guerra civil española. 


En el arden político interno, no participábamos de sus idcas 
pero, de todos modos, pensamos que fue una persona de ex- 
traordinaria entereza moral, que siempre obró con fidelidad a 
sus ideales. Fue un gran médico, un auténtico humanista, una 
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autoridad indiscutida en ncurología, cuya Cátedra ocupó por 
derecho propio durante muchos años. Terminó su trayectoria 
siendo Profesor Emérito de la Facultad de Medicina, título que 
se le otorgó en el año 1986 junto a otros destacados exdocen- 
tes. Cabe agregar que tuve el gusto de asistir a dicha ceremo- 
nia, ocasión en que, por primera vez, pisé la Casa de la Facul- 
tad de Medicina. 


Por lo tanto, creo que son muy justas las palabras que ha 
pronunciado el señor senador Arana por este hombre a quien 
rcalmente en mi familia se profesaba un cariño entrañable, 
Días pasados, al asistir al acto de despedida de sus restos, en el 
atrio de la Facultad de Medicina, pude apreciar cuánto se le 
veneraba y se le quería por los docentes actuales, los exdocen- 
tes y los estudiantes de esa Casa universitaria. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. - Simplemente, desco señalar que hago 
mías las palabras pronunciadas por el señor senador Arana y 
por el señor Presidente del Cuerpo, en lo que tiene que ver con 
el justo homenaje que se le tributa a la excelsa figura desapare- 
cida. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a volar la moción presentada por el señor senador Arana, 
a fin de que la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das sea enviada a los familiares del doctor José B. Gomensoro 
y al Consejo de la Facultad de Medicina y que posteriormente 
se guarde un minuto de silencio. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Invito al Senado y a la Barra a ponerse de pie y guardar un 
minuto de silencio. 


(Así se hace) 


10) SOLAR DE ARTIGAS. Se designa con su nombre a la 
Escuela Especial para Discapacitados de la ciudad de 
Carmelo, 


SEÑOR MILLOR. - Antes de continuar con el orden del 
día, pido la palabra para una cuestión previa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Si me permiten, quisiera hacer una 
consulta a la Mesa. 


El 5 de julio, junto con el señor senador Irurtia, presenta- 
mos un proyecto de ley para que la Escuela Especial para 
Discapacitados, N? 137, de la ciudad de Carmelo, departamen- 
to de Colonia, fuera designada con el nombre de “Solar de 
Artigas”. Este proyecto de ley pasó al archivo. 
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Tenemos entendido que el CODICEN acaba de aprobarlo. 
Sé que este tema tendría que pasar a la Comisión -que integro- 
a los efectos de que arribase al Plenario con el correspondiente 
informe que, no va a ser contrario porque lo único que se 
requería era la aprobación del CODICEN. 


Entonces, a pocos días del 19 de junio, por coincidir con la 
fecha, quisiera saber si contamos con la anuencia del Cuerpo 
para que este proyecto de ley del año 1990 -que cuenta ahora 
con la aprobación del CODICEN- fuera incluido en el orden 
del día de mañana, a fin de ser tratado con carácter de urgente, 
debido a las connotaciones que tiene esta designación y al 
hecho de que el próximo viernes es 19 de junio, celebración del 
natalicio de nuestro Próccr. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Formula moción en ese sentido, 
señor senador? 


SEÑOR MILLOR. - Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votas la moción formulada. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

De esta forma, el proyecto vuclve a Comisión y, una vez 
que ésta se pronuncie será incluido en el orden del día, salvo 
que en otra oportunidad se solicitare su consideración con ca- 
rácter de urgente, 

SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Quisicra saber si hay alguna chance 
reglamentaria para que este asunto sea tratado sin informe de la 
Comisión o con carácter de urgente en cl día de mañana, te- 
niendo en cuenta que ahora contamos con el informe del CO- 
DICEN. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí resolvemos incluir este tema 
en el orden del día, el problema ya cstaría resuelto. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra cl señor senador, 

SEÑOR MILLOR. - Entonces, formulo moción en el senti- 
do de que el proyecto al que se ha hecho referencia sca inclui- 


do en el orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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11) LEY DE DUELOS. Su derogación. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa al orden del día. 


Corresponde considerar cl asunto que figura en primer tér- 
mino: “Proyecto de ley por el que se derogan la Ley N* 7,253 
(Ley de Duelo) y los artículos 38 y 200 a 205 del Código 
Penal. (Carp. N* 96/90 - Rep. N* 401/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 96/90 
Rep. N* 401/92 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación ha considera- 
do el proyecto de ley sancionado por la Cámara de Representantes 
el 17 de julio de 1990, por el cual se deroga la Ley N* 7.253, de 
6 de agosto de 1920, y los artículos 38 y 200 a 205 del Código 
Penal, a cuyo respecto informa lo siguiente. 


I. ANTECEDENTES 


1. En el curso de la presente Legislatura se han presentado 
varios proyectos para derogar la Ley sobre Duelo y los artícu- 
los del Código Penal concordantes con ella. En la Cámara de 
Senadores lo hicieron los señores senadores Batalla y Cassina. 
En la Cámara de Representantes los proyectos fueron tres: de 
los señores representantes Daniel Díaz Maynard y José E. Díaz; 
del señor representante Agapo Luis Palomeque; y de los seño- 
res representantes Delgado, Coronel, Da Rosa, Silveira, Rodrí- 
guez de Gutiérrez Ruiz, Suárez Lerena, Alvarez Viera, Piñeyrúa, 
Barrios Anza y Rocha Imaz. En la anterior Legislatura el en- 
tonces representante Lamas fue autor de una iniciativa similar. 


2. Los proyectos referidos coinciden en propiciar la deroga- 
ción de la Ley N? 7.253 y de diversos artículos del Código 
Penal relacionados con el ducio, aunque sobre este último pun- 
to tienen algunas diferencias menores en cuanto al alcance de 
la derogación. 


3. La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración de la Cámara de Representantes reco- 
gió en su proyecto la fórmula más amplia de derogación. Sin 
embargo, entendió “del caso no proceder a la simple deroga- 
ción de las disposiciones que regulan el duclo”. Por ello, y 
procurando “conciliar enfoques diferentes”, estableció un pro- 


200- C.S. 


cedimiento especial, de carácter jurisdiccional, para defender cl 
honor de las personas, como sustitutivo del instituto del duelo 
(Informe de ta Comisión referida, Repartido N* 118, de junio 
de 1990, de la Cámara de Representantes, páginas 21 y 22). 


El proyecto de la Comisión, sancionado por la Cámara es el 
que considera ahora el Senado. 


IM. ANALISIS 


1, De acuerdo con los antecedentes expuestos, el proyecto 
puede dividirse para su análisis cn tres partes: 


a. En el artículo 1%, deroga la Ley N* 7,253 y los artículos 
correspondientes del Código Penal. 


b. En los artículos 2% a 5” organiza un procedimiento espe- 
cial para los delitos contra el honor, tendiente a facilitar los 
trámites pertinentes. 


c. El artículo 6? determina que los delitos contra el honor 
cometidos a través de los medios de comunicación se regirán 
por la Ley N* 16,099, de 3 de noviembre de 1989, 


2. El conjunto de las disposiciones citadas procura así equi- 
librar la eliminación del régimen actual sobre el duelo con la 
ercación de un medio jurisdiccional que haga más ágil la de- 
fensa del derecho al honor mediante la acción penal. El caso de 
los medios de comunicación queda fuera de este procedimiento 
y se rige por la lcy especial en la materia. 


TI. EVALUACION 


1. Eliminación del duelo. La eliminación del instituto del 
duelo está ampliamente justificada tanto para quienes lo recha- 
zan por razones filosóficas o religiosas como para quienes, sin 
compartic necesariamente todas esas razones, señalan cl carác- 
ter anacrónico del instituto, cxtraño a las pautas de convivencia 
vigentes en las sociedades contemporáncas, incluso la nuestra. 


El duclo representó, en su tiempo, y en diversos países y 
circunstancias, un mal menor, un progreso, frente a elapas an- 
teriores de violencia colectiva, venganzas indiscriminadas y 
enfrentamientos sin reglas. Aunque esto no es suficiente para 
descartar las objeciones de fondo, de carácter religioso y filosó- 
fico -que en todo caso entienden censurable el duclo- explica la 
vigencia del instituto, durante la cual, efectivamente, se operó 
una transformación de las costumbres y se llegó, como entre 
nosotros, a la extinción de hecho de esa práctica. 


Ahora, ocurrido ese proceso, es necesario dar un paso más, 
acorde también, por cierto, al reclamo de quienes sienten un 
imperativo moral en promover la derogación de dicho instituto. 


Colocar, en efecto el resguardo del honor en la suerte de 
armas resulta hoy día un concepto inaceptable. Vulnera el régi- 
men de composición pacífica, no violenta, de las controversias 
y conflictos en la sociedad. Nicga o restringe en los hechos la 
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posibilidad de que las mujeres reclamen la reparación de su 
honor ofendido. Entraña la injusticia implícita de que el ofendí- 
do sea la víctima del procedimiento presuntamente reparatorio. 
Abre la puerta para el absurdo de que un prepotente, diestro en 
las armas, recorra la existencia ofendiendo y lucgo matando, 
con la bendición de la ley. A la vez, la noción de que el 
ofendido, por el hecho de exponerse al duelo, obtiene la restau- 
ración de su honor, no tiene acogida en el conjunto de la socie- 
dad. Si el ducto no se realiza, la reacción social no le atribuye 
seriedad. Si el duelo se realiza, la atención se centra en el 
resultado, quedando en la sombra la reparación del honor. 


2. Procedimiento especial. La fórmula elaborada en la Cá- 
mara de Representantes constituye un adelanto legislativo en 
cuanto al procedimiento penal a seguir en la materia de delitos 
contra el honor. Se inscribe en las modemas tendencias del 
Derecho Procesal y puede, a través de la audiencia, lograr una 
satisfacción más pronta del derecho lesionado. 


El proyecto procura con estas normas de carácter procesal 
complementar la derogación del instituto del duelo brindando 
protección adicional al derecho al honor al facilitar el ejercicio 
de la acción penal que ampara ese derecho. 


Vuestra Comisión comparte el concepto de que la incorpo- 
ración de esas disposiciones es ventajosa y recomienda, por 
tanto, su aprobación. 


IV. PROPUESTA ADICIONAL 


Sin embargo, algunos miembros de la Comisión estiman 
que la protección del derecho al honor mediante figuras delicti- 
vas y medios procesales penales resulta insuficiente. En tal 
sentido, señalaron que el proceso ocurrido con respecto al due- 
lo ha estado acompañado en los últimos tiempos por otro pro- 
ceso social, tal vez no tan notorio pero muy significativo, en 
cuanto a la penalización de ofensas contra el honor. 


Se perfila, según este Informe, una tendencia a que las 
ofensas al honor, aunque reprobables por lesionar un bicn jurí- 
dico apreciado, no constituyen en general una conducta con 
relevancia suficiente como para mover la sanción penal, por 
más que ésta se halle prevista. Estiman, por ello, que se produ- 
ciría así un vacío inconveniente, que alienta las conductas irrcs- 
ponsables. 


Propusieron, entonces, que se añadieran al proyecto de la 
Cámara de Representantes medios complementarios para cu- 
brir ese vacío. La fórmula planteada consiste en una adaptación 
de la Ley Ramírez, a la que se quita la posibilidad de llegar al 
duelo y se la sustituye por una instancia civil de carácter repa- 
ratorio. 


La Comisión entendió por unanimidad, que el aspecto plan- 
teado merccía la atención del Senado, pero por mayoría, deci- 
dió que no se incluyera en el texto venido de la Cámara de 
Representantes, para facilitar su más pronta aprobación. 
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Y. RECOMENDACION 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Cons- 
titución y Legislación recomienda la sanción del proyecto apro- 
bado en esta materia por la Cámara de Representantes el 17 de 
julio de 1990, 


Sala de la Comisión, 5 de mayo de 1992, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Sergio 
Abreu, Hugo Batalla, Enrique Cadenas Boix, José 
Korzeniak, Walter Santoro (con salvedades que se 
adjuntan en la pág. 5), Américo Ricaldoni, Senadores. 


CON SALVEDADES, PORQUE: 


Aunque se apoya la derogación de la Ley N* 7,253, no se 
comparte la paralela organización de un procedimiento espe- 
cial para los delitos contra el honor. 


El bicn afectado, el honor, constituye una categoría social, 
y, al mismo tiempo, está profunda y esencialmente ligada a 
valores éticos absolutos (en especial, la dignidad). 


El ordenamiento jurídico penal le proporciona adecuada pro- 
tección, en el Código vigente, con las figuras delictuales de los 
artículos 333 (difamación) y 334 (injuria). 


Si bien el duelo conforma una conducta delictiva, y su no 
punibilidad, deviene de una especial consideración que le dis- 
pensa el derecho positivo, carece de justificación una absoluta 
asimilación de la conducta del ofensor a tal supuesto. 


No existe, por tanto, razón para cl establecimiento de una 
tramitación excepcional para su análisis jurisdiccional. 


Walter Santoro. Senador. 
CAMARA DE REPRESENTANTES 


La CAMARA DE REPRESENTANTES, en sesión de hoy, 
ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?. - Deróganse la Ley N* 7,253, de 6 de agosto de 
1920, y los artículos 38 y 200 a 205, inclusive, del Código 
Penal de 1934. 


Art. 2%. - Recibida la instancia por delito de difamación o 
injuria el Juez convocará a una audiencia pública, quedando los 
autos de manifiesto en la oficina. Denunciante y denunciado 
podrán proponer prucba hasta cinco días antes de la fecha fija- 
da para la audiencia. 


Art. 32. - La audiencia será presidida por el Juez, con la 
presencia del Fiscal, quien podrá hacerse representar por un 
funcionario letrado de su oficina. 
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Denunciante y denunciado comparecerán con asistencia le- 
trada, prestarán declaración y participarán en la recepción de la 
prueba. 


En la audiencia, prorrogable a criterio del Juez, se diligen- 
ciará la prucba ofrecida así como la propuesta por el Juez o el 
Ministerio Público, en su caso, en cuanto fuere admisible de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 336 del Código Pe- 
nal. 


Art. 4%, - El Ministerio Público solicitará el procesamiento 
del denunciado o el archivo de los antecedentes, en su caso, 


La conciltación, que será obligatoriamente tentada por el 
Juez, determinará el archivo del expediente. 


La retractación inequívoca del ofensor no aceptada por el 
ofendido configurará una circunstancia atenuante. 


El denunciante podrá desistir de su denuncia mientras no 
exista sentencia ejecutoriada. Dc no mediar oposición del de- 
nunciado, se archivará el expediente, 


Art. 5%. - El denunciante podrá solicitar en su demanda que 
el fallo sca publicado en un medio de circulación nacional y el 
Juez así lo dispondrá con cargo al denunciado, si éste resultare 
condenado, o al denunciante, si se dictare fallo absolutorio. 


Art. 6%. - Decretado el procesamiento regirán las disposi- 
ciones pertinentes del Código del Proceso Penal. 


Art. 72. - En caso de que la difamación o injuria hubieren 
sido consumadas en un medio de comunicación, regirá lo esta- 
blecido por la Ley N* 16.099, de 3 de noviembre de 1989. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 17 de julio de 1990. 


Héctor Martín Sturla 
Moracio D, Catalurda Presidente 


Secretario 


Comisión de Constitución, Códigos 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración, aconseja a la Cámara de Representantes, 
la aprobación del proyecto de ley que se acompaña, por el cual 
se derogan la Ley N* 7.253, de 6 de agosto de 1920, y los 
artículos 38 y 200 a 205 inclusive, del Código Penal de 1934, y 
además se establecen normas de procedimiento en caso de ins- 
tancia por delito de difamación e injuria consumado por cual- 
quier forma que no fucre un medio de comunicación. 
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En lo relativo al instituto del duclo, la Comisión de Consti- 
tución, Códigos, Legislación Gencral y Administración, anali- 
76 diversos proyectos de ley elevados a su consideración, resol- 
viendo pronunciarse por aconsejar al Plenario, la derogación de 
todas las disposiciones actualmente vigentes en la materia en 
nuestro Derecho Penal; así se propone derogar la Ley N* 7.253, 
de 6 de agosto de 1920 y el artículo 38 del Código Penal, 
disposiciones que regulan el llamado duelo regular; e igual- 
mente se propone derogar los artículos 200 a 205 del Código 
Penal, que rigen respecto del denominado duelo irregular, al 
que se beneficia con un tratamiento punitivo privilegiado en la 
actualidad. 


Autorizadas opintones doctrinarias, nacionales y cxtranje- 
ras, han expuesto argumentos por demás claros y contundentes 
sobre la necesidad y conveniencia de proceder a la derogación 
de las disposiciones a que hiciéramos referencia con anteriori- 
dad. Ellas constituyen fundamento de la decisión de la Comi- 
sión sobre el particular. 


Entre otros fundamentos, la Comisión entiende que con el 
duclo, se lesionan principios de organización social esenciales, 
como la irrenunciabilidad del ejercicio de la función jurisdic- 
cional. 


Se considera igualmente que el duelo, como forma de diri- 
mir conflictos, constituye un instituto que no está de acuerdo 
con las concepciones religiosas, jurídicas y políticas actual- 
mente imperantes. 


Sin embargo, esta Comisión y como producto de conciliar 
enfoques diferentes, ha entendido del caso no proceder a la 
simple derogación de las disposiciones que regulan el duelo. 


En efecto, y teniendo en cuenta que el propósito esencial 
del instituto cuya climinación hoy se propone, es la defensa de 
un valor fundamental como es el honor de las personas, se le ha 
sustituido por un procedimiento especial que tiende a defender 
el mencionado valor, en un ámbito exclusivamente jurisdiccio- 
nal. 


En los artículos 22 al 6* se establecen normas de procedi- 
miento a seguir, en caso de instancia por delito de difamación e 
injuria, cuando el comportamiento delictivo se consuma por 
vías diferentes a los medios de comunicación. 


Con las disposiciones referidas se otorga al procedimiento 
las características de agilidad y publicidad, indispensables para 
la adecuada protección del honor de las personas. 


Cuando la difamación o injuria fuere consumada en un me- 
dio de comunicación, será aplicable la Ley N? 16.099, de 3 de 
noviembre de 1989, específica sobre la materia. 


La Comisión desca destacar que a los efectos de la elabora- 
ción del presente proyecto de ley, ha contado con el invalora- 
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ble asesoramiento de los catedráticos del Instituto de Derecho 
Penal, doctores Ofelia Grezzi y Gonzalo Fernández. 


Sala de la Comisión, 6 de junio de 1990, 


Jorge Coronel Nieto (Miembro Informante), Mario 
Cantón, José E. Diaz, Daniel Díaz Maynard, Luis 
A. Hierro López, Luis Eduardo Mallo, Antonio Mo- 
reli, Diana Saravia Olmos, Representantes. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*, - Deróganse la Ley N* 7.253, de 6 de agosto de 
1920 y los artículos 38 y 200 a 205 inclusive del Código Penal 
de 1934. 


Art. 2%. - Recibida la instancia por delito de difamación e 
injuria, el Juez convocará a una audiencia pública, quedando 
los autos de manifiesto en la oficina. Denunciante y denuncia- 
do podrán proponer prucba hasta cinco días antes de la fecha 
fijada para la audiencia. 


Art, 3%, - La audiencia será presidida por el Juez, con la 
presencia del Fiscal, quien podrá hacerse representar por un 
funcionario letrado de su oficina. 


A 


Denunciante y denunciado comparecerán con asistencia le- 
trada, prestarán declaración y participarán en la recepción de la 
prueba. 


En la audiencia, prorrogable a criterio del Juez, se diligen- 
ciará la prucba ofrecida, así como la propuesta por el Juez o el 
Ministerio Público cn su caso. 


Art. 42, - El Ministerio Público solicitará el procesamiento 
del denunciado o el archivo de los antecedentes en Su caso. 


La conciliación, que será obligatoriamente tentada por cl 
Juez, determinará el archivo del expediente. 


La retractación inequívoca del ofensor no aceptada por el 
ofendido configurará una circunstancia atenuante. 


El denunciante podrá desistir de su denuncia mientras no 
exista sentencia ejecutoriada. De no mediar oposición del de- 
nunciado, se archivará cl expediente. 


Art. 5%, - Decretado el procesamiento regirán las disposi- 
ciones pertinentes del Código del Proceso Penal. 


Art. 6?. - En caso de que la difamación o injuria hubieren 
sido consumadas en un medio de comunicación, regirá lo esta- 
blecido por la Ley N* 16.099, de 3 de noviembre de 1989. 


Montevideo, 6 de junio de 1990, 


Jorge Coronel Nieto (Miembro Informante), Mario 
Cantón, José E. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Luis 
A. Hierro López, Luis Eduardo Mallo, Antonio 
Morell, Diana Saravia Olmos. Representantes, 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?. - Derógase la Ley N* 7.253, de 6 de agosto de 
1920 y los artículos 38 y 200 al 205 inclusive del Código Penal 
de 1934, 


Montevideo, 2 de marzo de 1990. 
Hugo Batalla, Carlos Cassina. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Recientes hechos de notoricdad han suscitado una corriente 
de opinión pública, francamente adversa al instituto de duelo, 
expresándose un generalizado rechazo colectivo hacia los lan- 
ces caballerescos, como vía adecuada para dirimir las ofensas 
al honor. 


Y, en rigor de verdad, el derecho comparado demuestra que 
la gran mayoría de las legislaciones penales han abolido este 
arcaico instituto, incriminando la práctica del duclo, que apare- 
ce tipificado en los respectivos ordenamientos positivos como 
un delito contra las personas o, en otros casos, como un hecho 
punible lesivo de la administración de justicia. 


A csa solución se afiliaba, en el antiguo derecho patrio, el 
derogado Código Penal de 1889, cuyos artículos 348 al 359 
reprimían al duclo como un delito contra las personas, incluso 
a partir de la mera formulación de un reto no aceptado, * 


Posteriormente, la Ley N* 7.253, de 6 de agosto de 1920, 
vino a homologar la práctica del duclo en nuestro derecho 
positivo, disciplinando el procedimiento preliminar y los requi- 
sitos formales del lance y consagrando, asimismo, una causa de 
impunidad para los contendores y demás protagonistas. 


El Código Penal de 1934 vino a convalidar la solución 
legislativa. Así, el artículo 38 instituye una excusa absolutoria, 
para aquellas hipótesis de duclos que se verifiquen con obscr- 
vancia de los requisitos establecidos por la Ley N* 7.253. Con- 
secuentemente, en los artículos 200 al 205 se castigan conduc- 
tas inherentes al llamado “duclo irregular”, que aunque no se 
beneficia con la causa de impunidad mencionada, recibe un 
tratamiento punitivo de notoria benignidad. 


Ahora bien, la más encumbrada doctrina jurídica ha recla- 
mado enérgicamente el castigo penal del duclo, invariablemen- 
te calificado como un instituto anacrónico y clasista, que sustrae 
del ámbito judicial la dilucidación de los conflictos de honor, per- 
miticado una suerte de “vindicta” privada de los interesados. 


La práctica de los lances caballerescos es susceptible de ser 
reprobada también desde cl punto de vista ético, puesto que 
como lo aducía el Dr. Emilio Frugoni “contribuye enormemen- 
tc a inferiorizar la mentalidad de nuestro pueblo arraigando cn 
él un falso concepto de los valores morales”, (Obras de Emilio 
Erugoni, Selección de Discursos, tomo VII, Cámara de Repre- 
sentantes, Montevideo 1989, pág. 243). 
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Sin embargo, más allá de cuestiones éticas, filosóficas o 
hasta religiosas, este proyecto se apoya -pura y simplemente-. 
en un dato sociológico, constituido por el profundo rechazo 
comunitario expresado hacia la práctica del duelo, sentimiento 
que el legislador está obligado a recoger. 


Y se respalda también en una consideración jurídica, puesto 
que, estrictamente, resulta inadmisible en el Estado democráti- 
co de Derecho, la subsistencia de formas de autocomposición 
privada de conflictos -con las graves consecuencias que even- 
tualmente pueden traer aparejadas- sustraídas a la vía natural 
de resolución, a través del sistema jurisdiccional. 


Existiendo en el ordenamiento positivo normas específicas 
de tutela penal del honor (artículos 333 al 339 del Código 
Penal), es al Poder Judicial a quien le compete intervenir en la 
dilucidación de conflictos de honra, correspondiendo proscribir 
la vía privada. A ello conduce el propio mandato constitucio- 
nal, recogido por el artículo 7? de la Carta, que garantiza a 
todos los habitantes de la República la protección en el goce de 
su vida, honor y seguridad, entre otros derechos. 


Inspirado en tales criterios, el proyecto adjunto sigue la vía 
de suprimir las normas convalidantes del duelo, derogando ín- 
tegramente la Ley N* 7.253, así como los artículos 38 y 202 al 
205 del Código Penal. 


De tal forma, el duclo pasará a regularse por el Derecho 
Penal común, perdiendo su estatuto de impunidad, o de pena 
privilegiada en el caso del duelo irregular, y sin poderse benefi- 
ciar tampoco con la justificante de la defensa legítima (artículo 
26 del Código Penal), conforme a la pacífica interpretación 
jurisprudencial y doctrinaria, que excluye de esc supucsto a 
todas las hipótesis de desafío aceptado. 


En síntesis, el proyecto se inscribe en la línca de adecuar la 
legistación penal vigente, a las coordenadas de un Estado de- 
mocrático de derecho, donde no puede tener cabida el instituto 
cuya derogación se propicia. 


Montevideo, 2 de marzo de 1990. 


Hugo Batalla, Carlos Cassina. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se Ice) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra cl señor miembro informante. 

SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: en mi exposición 
verbal, no voy a incurrir en la repetición de los conceptos que 
figuran en cl informe escrito de la Comisión, sino que por el 


contrario, trataré de dar una visión sintética del tema que, por 
su naturaleza, es ampliamente conocido por todos los señores 
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senadores. Asimismo, obviamente, cada uno de nosotros se ha 
formado una opinión personal al respecto, más allá de los enfo- 
ques de carácter político partidario. 


El texto que se somete a consideración del Senado, es idén- 
tico al sancionado por la Cámara de Representantes el 17 de 
julio de 1990 y consta de tres partes. La primera corresponde al 
artículo 1% del proyecto donde se deroga la ley de 1920 sobre 
duelos, así como una scric de disposiciones del Código Penal, 
concordantes con la existencia del instituto del duelo. La se- 
gunda parte, que abarca los artículos 2% a 6%, reglamenta un 
procedimiento especial a los efectos de sustanciar los casos en 
que se ventile un delito de difamación o injuria, es decir contra 
el honor, con el propósito de agilitar este mecanismo. 


En tercer término, la última parte comprende cl artículo 7*, 
estableciendo que en el caso de que la difamación o injuria 
hubieran sido consumadas en un medio de comunicación, regi- 
rá la normativa dispuesta cn la Ley N* 16.099, del 3 de no- 
viembre de 1982. 


La Comisión, por unanimidad, recomienda la aprobación de 
este proyecto; no obstante, tal como figura en el repartido co- 
rrespondiente, el señor senador Santoro ha dado su voto, pero 
con salvedades. Ha considerado que aunque se apoya la dero- 
gación de la Ley N* 7,253 del año 1920, no es compartble la 
paralela organización de un procedimiento especial para los 
delitos contra cl honor. 


Con respecto a los antecedentes que fueron manejados en la 
Comisión, debo decir que se hace mención a que este procedi- 
miento fue incluido -según la Comisión de Constitución, Códi- 
gos, Legislación General y Administración de la Cámara de 
Representantes- a efectos de procurar conciliar distintos enfo- 
ques. Se ha tratado de armonizar los puntos de vista de aquellos 
partidarios de la derogación lisa y llana de este instituto y de 
quicnes tenían algunos reparos que formular al respecto. Enten- 
dían que dicho instituto ofrecía una garantía para el honor de 
las personas involucradas particularmente cn la actividad públi- 
ca. 


La Cámara de Representantes optó por unir en un mismo 
texto la derogación de la ley promulgada cn 1920, con la arti- 
culación u organización de un procedimiento más ágil para la 
sustanciación de los delitos contra el honor. 


La Comisión -como surge de la fecha en que fue sanciona- 
do este proyecto por la Cámara de Representantes el 17 de julio 
de 1990- dedicó un meditado estudio a la consideración de este 
tema. En varias sesiones se analizó este asunto y tuvimos en 
esa ocasión la posibilidad de recibir al señor Presidente del 
Senado, quien formuló interesantes opiniones. Al respecto, la 
Comisión resolvió hacer un paréntesis a efectos de dejar decan- 
tar y ahondar en la decisión sobre un aspecto que implica un 
cambio importante y significativo en el ordenamiento jurídico, 
así como una ruptura con determinadas formas de comporta- 
miento y de conductas, particularmente en el ámbito político. 
En ese sentido, señor Presidente, reitero que la Comisión por 
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unanimidad, recomienda al Senado la aprobación del proyecto 
enviado por la Cámara de Representantes, con la salvedad for- 
mulada por el señor senador Santoro. 


Con estas palabras, crco interpretar a los miembros de la 
Comisión. De ninguna manera, se está emitiendo un juicio de 
valor negativo con respecto a la Ley de 1920 sino que, por el 
contrario, en el trabajo de la Comisión, se justipreció el valor 
de este instrumento legal como un avance significativo en la 
moderación y pacificación de las costumbres entonces vigen- 
tes. Las consecuencias o el fruto de este trabajo fue la modera- 
ción del debate político. Asimismo, ha incorporado una prácti- 
ca de civilización y avance en costumbres que podrían resultar 
funestas, como trágicamente ha ocurrido. 


En cuanto a la posición favorable de la Comisión de Consti- 
tución y Legislación del Senado, insisto en que no hay concep- 
to negativo O adverso sobre el instrumento cuya derogación se 
propone sino en el entendido de que ha transcurrido el lapso 
suficiente como para considerar que el mismo ha resultado 
superado por las circunstancias del tiempo. En cierto sentido, 
este instituto resulta anacrónico y de alguna forma reñido con 
el conjunto de las disposiciones que rigen e informan en el 
Derecho nacional. Inclusive, esto tiene relación con lo que 
sucede en el concierto de las naciones en favor de las solucio- 
nes pacíficas, no violentas, a través de procedimientos de com- 
posición jurídica. A esto se agregan otras consideraciones que 
abonan o justifican la derogación. Como se expresa en el infor- 
me correspondiente, este mecanismo puede resultar en la injus- 
ticia de que la persona ofendida en su honor, en el procedi- 
miento reparatorio, finalmente resultara herida, lesionada o 
mucrta. 


Por otra parte, la Comisión ha recogido el concepto -se trata 
de una apreciación personal y también de los restantes inte- 
grantes de la misma- de que en el estado de opinión colcctiva 
de nuestra sociedad se visualiza y vislumbra que el instituto, de 
alguna forma, fue superado por las circunstancias y pertenece, 
tal vez, a otro momento de la vida política, cultural, y hasta 
sicológica de nuestra convivencia. 


Finalmente, debo mencionar los argumentos de carácter re- 
ligioso y filosófico que en el caso de quien habla tienen una 
gravitación fundamental para considerar conveniente y necesa- 
ria la derogación del instituto del duelo, Con esto no estoy 
interpretando cl parecer general de la Comisión, que juzga que 
independientemente de estas razones de carácter filosófico y 
religioso que pueden militar en el espíritu o en el ánimo de 
algunos integrantes del Cuerpo, existen otras consideraciones 
de índole sociológico, cultural, sicológico y de armonía con el 
conjunto del ordenamiento jurídico que aconseja la derogación 
del instituto del duelo, Insisto, señor Presidente, que esto no 
implica dejar de reconocer el papel civilizador que cumplió en 
su tiempo la Ley de 1920 y los atributos de valor y coraje que 
en situaciones límites implicó el ejercicio de este instituto bajo 
la normativa vigente. Se admite su significado en la vida políti- 
ca, cultural y social de nuestro país, pero las circunstancias 
sociológicas, culturales y políticas y la armonía con el ordena- 
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miento jurídico conducen y aconsejan la sanción de la norma 
aprobada por la Cámara de Representantes que implica la dero- 
gación de este instituto, 


Por último, señor Presidente, quiero señalar que también 
surgió en la Comisión otro plantco que figura en el informe 
escrito, pero que finalmente se decidió no plantcarlo en esta 
instancia, Este consiste en lo siguiente. El instituto del duclo, 
de alguna manera implicó -e implica, hasta su derogación- una 
forma de disuasión de conductas agresivas y que significan la 
violación del derecho al honor. Por eso, la Cámara de Repre- 
sentantes procura contrabalancear la derogación del mismo con 
mecanismos más ágiles para el procedimiento penal. Sin em- 
bargo, se señaló en la Comisión que así como el duelo, en 
cuanto tal, en el ámbito social del Uruguay de hoy, cs un 
instituto superado, de la misma mancra parece percibirse en 
nuestra sociedad una renuencia a sancionar con castigos pena- 
les los delitos contra el honor. Entonces, siendo el honor uno de 
los derechos que la Constitución señala como fundamentales 
-lo enumera inmediatamente a continuación del derecho a la 
vida- resultaría que no habría una tutela efectiva en los hechos 
de este derecho, porque hay una renuencia a asociar esa trans- 
gresión con un castigo de carácter penal. En ese sentido, se 
propuso cn la Comisión la posibilidad de que los mecanismos 
de la Ley de 1920 se mantuvieran, no para conducir al duclo 
como sucede actualmente, sino para implicar una decisión de 
carácter moral con la eventualidad de que esa decisión pueda 
ser llevada a los Tribunales civiles, para una indemnización de 
la misma manera que ocurre en otros países, 


Menciono esto en la Sala del Senado con el ánimo de com- 
pletar el panorama de puntos que consideró la Comisión, pero 
no lo planteo formalmente ahora, ya que la Comisión considera 
interesante que sea tratado por el Senado más adelante como 
un proyecto independiente. En consecuencia, se prefirió reco- 
mendar al Senado la aprobación del proyecto tal como ha veni- 
do de la Cámara de Representantes, por las consideraciones 
que he formulado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Solicito al Primer Vicepresidente 
del Cuerpo, señor senador Abreu, me sustituya en el ejercicio 
de la Presidencia, a los efectos de poder hacer uso de la palabra 
en la discusión gencral. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Abreu) 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tienc la pala- 
bra el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: a esta 
altura del trámite parlamentario de este proyecto de ley, que 
fue aprobado por una amplísima mayoría en la Cámara de 
Representantes, y que cuenta con un informe unánime de la 
Comisión de Constitución y Legislación -salvo una discordia 
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parcial, que no hace al fondo del tema, del señor senador San- 
toro- puede parecer un exceso de mi parte el hecho de que me 
oponga a su sanción y quicra fundamentar con cierta amplitud 
en la discusión general las razones de lo que considero una 
medida legistativa que no ha sido suficientemente meditada en 
sus consecuencias prácticas, 


Fue cn el histórico debate sobre la Ley de Duelos, en el año 
1919, que ocurrió aquella anécdota, que referí en una interven- 
ción que realicé hace unos meses, del doctor Aureliano Rodrí- 
guez Larreta, que involuntariamente generó la discrepancia un 
poco vehemente de mi amigo el señor senador Batalla. En 
aquella oportunidad, el doctor Aureliano Rodríguez Larreta, 
refiriéndose al debate que se estaba produciendo en la sesión 
del 23 de mayo de 1919, al salir de Sala dijo que los debates 
siempre ganan altura cuando se discuten zonceras; en aquel 
caso, la zoncera era la discusión de la Ley de Duelos. Sin 
embargo, más allá de la ingeniosidad de aquel eminente parla- 
mentario, este tema no ticne nada de trivial, ya que se puede 
ironizar O ridiculizar el instituto del duclo y sus formas de 
celebración en la práctica, pero la verdad es que deja de scr 
algo digno de broma o de “tomar a la chacota” cl hecho de que 
dos personas se enfrenten en un lance que, generalmente, no ha 
tenido consecuencias funestas pero que alguna vez -en nuestro 
país y fuera de él- ha terminado en tragedia, al perderse la vida 
de hombres muy valiosos para la sociedad. 


Al contrario de lo que surge de la anécdota que he traído a 
colación, creo que están en discusión los valores fundamentales 
que los seres humanos tenemos y los derechos fundamentales 
de la convivencia en sociedad, principiando por el propio dere- 
cho a la vida y siguiendo por el derecho al honor. Como ha 
dicho bien el señor senador Blanco, el artículo 72 de la Consti- 
tución de la República -que es la norma básica en materia de 
consagración de los dercchos fundamentales del ser humano- 
garantiza, en primer lugar, la protección por el Estado en el 
goce de la vida -como es lógico- c, inmediatamente, y antes 
que la libertad, la seguridad, el trabajo y la propiedad, el dere- 
cho al honor, En el curso de mi exposición voy a tratar de 
demostrar que este orden no es caprichoso, sino que por ser el 
derecho más difícil de restaurar o de borrar la lesión que se 
ocasione, el derecho al honor es el más preciado, luego del 
derecho a la vida. 


He escuchado con atención las palabras del señor miembro 
informante y leído con cuidado los informes de las Comisiones 
respectivas del Senado y de la Cámara de Representantes, así 
como el proyecto de ley que cl 2 de marzo de 1990, no bien se 
inició la Legislatura, presentaron nuestros distinguidos colegas 
de la bancada del Partido Por el Gobierno del Pueblo, señores 
senadores Batalla y Cassina. En todos ellos se hacen argumen- 
tos en cierto modo efectistas, pero que realmente resulta difícil 
controvertir y que parecen tener una contundencia que llevaría 
a la conclusión contraria a la posición que nosotros vamos a 
defender. Sin embargo, estos argumentos, en definitiva, no tie- 
nen nada de novedoso y casi todos ellos fueron expuestos hace 
73 años, en el debate de 1919, por figuras tan eminentes como 
Juaquín Secco lla, Emilio Frugoni, Ismael Cortinas, José Sal- 
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gado y tantos otros. En su momento, ellos fueron refutados en 
todo o en parte, por el autor del proyecto de ley que finalmente 
se sancionó como Ley N* 7,253, el doctor Juan Andrés Ramí- 
rez. En primera instancia, en el año 1919, se hizo a fondo la 
discusión general en la Cámara de Representantes, pero el pro- 
yecto de ley no fue aprobado. Posteriormente, en agosto de 
1920, se sancionó rápidamente y se promulgó cl 6 de agosto 
del mismo año, luego de que, el día 2 de abril en su duelo con 
Batlle, falleció Washington Beltrán, una de las grandes figuras 
del escenario político nacional, y cuando la alarma en el seno 
de la sociedad por la proliferación de los duclos prácticamente 
exigió la sanción de una ley que ordenara los procedimientos y 
que contribuyera a racionalizar aquella epidemia duclística que 
había llevado nada menos que a don José Batlle y Ordóñez. a 
batirse cuatro veces en menos de un año. 


No sé cuál fue el orden exacto, esto es sí se batió primocro 
con Juan Andrés Ramírez o con Guillermo L. García, cl padre 
de nuestro actual Ministro de Educación y Cultura, doctor Gui- 
Jlermo García Costa. Posteriormente, dio muerte a Beltrán en 
un ducto a pistola y imás tarde se batió a sable con Leonel 
Aguirre, quicn lo hirió en cl antebrazo, pudiendo haberle dado 
mucrle en aquel enfrentamiento. 


Para salir de la teorización de! problema, de Jos argumentos 
abstractos y no repetir lo que hace 73 años decía Emilio Frugo- 
ni de que el duclo era un anatronismo -cs decir que no es éste 
un argumento novedoso- debemos situamos en la realidad y 
determinar cuál es el origen de la cuestión, o sea por qué desde 
agosto de 1920 rige en el Uruguay una Ley de Duclos que, 
dentro de determinados supuestos, autoriza a seguir ciertos pro- 
cedimientos tras los cuales, sí se produce un duelo entre dos 
ciudadanos, las heridas, las lesiones o aún la muerte que se 
cause a uno de los duclistas, no es susceptible de las penas 
previstas por el Código Penal para estos hechos. 


Naturalmente, si en aquel entonces se sancionó una Ley de 
Duelos fue porque cra común que éstos existicran, que se en- 
viaran padrinos y se hicieran retos para dilucidar las cuestiones 
de honor en lo que se consideraba el terreno caballercsco, en e! 
acierto o en el error, pero, sobre todo, a ello se llegó porque no 
existiendo en esa época la Ley de Duelos y debiendo aplicarse 
las disposiciones del Código Penal que castigan las lesiones 
ordinarias, las gravísimas o cl homicidio, jamás se penaba a los 
duclistas. 


Como lo cxpresó insistentemente en el debate de aquella 
época el autor de la actual Ley de Duclos, la Justicia estaba 
permanentemente sometida a una situación desairada. Se infor- 
maba por la prensa que se iba a producir un duclo, se citaba 
luego a los padrinos y a los duelistas y todo el mundo negaba cl 
hecho. Repito que los jueces y la Justicia se encontraban en 
una situación absolutamente inconveniente y se hacía mofa de 
su actuación, de modo que la ley que obligaba a sancionar a los 
duelistas y, sobre todo, a quienes hiricran o mataran a sus 
adversarios en un duclo, era permanentemente incumplida. ¿Por 
qué? Por la misma razón por la que las disposiciones penales 
que castigan cl delito de aborto son letra muerta cn nuestro 
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país. No existe alarma social ante cl hecho que la ley penal 
tipifica como delito. Juan Andrés Ramírez decía que la alarma 
social era nula, que nadic consideraba un delincuente a un 
duclista ya que no se dejaba de tratarlo como una persona de 
bien, no se le cerraban las puertas de una casa ni se le privaba 
de concurrir a la mesa de uno ni de darle la mano. 


En los tiempos actuales ocurre lo mismo. Una persona que 
falte a ciertos principios éticos vigentes en el seno de la socie- 
dad no es considerada un delincuente, como tampoco lo es la 
mujer que, en virtud de apremios económicos o condicionada 
por su posición social o su estado civil, se hace practicar un 
aborto, de igual que el profesional que colabora con cila cn 
esas circunstancias, 


Como fuera previsto por el codificador Irureta Goyena, que 
aceptó el duelo como causal de impunidad de acuerdo con la 
Ley Ramírez y que no penó el aborto, desde que esta figura no 
es condenada moralmente por la mayoría de la sociedad, su 
sanción penal deviene en letra muerta. El legislador no debe 
prohibir aquello que en realidad no está en condiciones de 
sancionar o, como lo enscñaba el eminente Maestro del Dere- 
cho, Hans Kelsen, debe existir cierta tensión entre la norma 
jurídica y la rcalidad. Expresaba Kelsen que una norma jurídica 
que le ordenara a la luna salir todos los días o le prohibicra 
hacerlo durante un año, no tendría ninguna consecuencia prác- 
tica, porque la luna seguiría saliendo o viéndose desde nuestro 
plancta cuando las leyes de la física y de la astronomía así lo 
determinan. Esto es lo que ocurría con las normas que penaban 
el duclo en el Código Penal de 1889. Eran letra muerta; nadic 
consideraba a un duelista un delincuente. Y, por cilo, ningún 
Juez penaba a los duelistas. 


¿Por qué había duelos? Obviamente, porque existían ofen- 
sas y lesiones al honor, porque en el discurrir de las pasiones 
políticas, que cran muy intensas y bravías en aquellos tiempos, 
era común que se utilizara como arma, en el combate dialécti- 
co y en la lucha política, la descalificación del adversario por 
el adjetivo injurioso o hiriente, por la deferencia despreciativa 
para su persona, tanto en la vida pública como en la privada. 
¿Qué hacía cl ciudadano que cra lesionado en su honor, que era 
insultado por la prensa, o en un debate parlamentario? Tenía 
dos opciones: el camino del lance caballeresco que algunas 
garantías tenía porque en aquella época existían los códigos de 
honor, o el del enfrentamiento personal común, o simplemente 
quedar descalificado ante el conjunto de la sociedad porque 
había sido insultado y no reaccionaba. 


Esta ley que hoy parece generar un repudio bastante am- 
plio, precisamente en el seno del mundo político y en el ámbito 
parlamentario, no surgió de la nada. No se inventó por una 
ocurrencia arbitraria de un legislador ni fue sancionada en un 
momento de distracción por la Cámara de Representantes y el 
Senado de 1920. No fue una ocurrencia graciosa o absurda del 
legislador, sino que respondió a una grave realidad política y 
social de la época, a una gencralización del recurso del duelo 
que se había institucionalizado en el país, creando alarma en el 
seno de la sociedad y de muchas familias en la segunda década 
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del siglo y que amenazaba con seguir in crescendo cuando, 
felizmente, fue sancionada dicha ley el 6 de agosto de 1920. 


Han pasado casi 72 años de la sanción de la ley y creo que 
hace varias décadas que la sociedad está en condiciones de 
hacer un balance, de analizar cuáles fucron las consecuencias 
de este instrumento legislativo que hoy se pretende derogar. 
Con el correr del tiempo y merced a la actuación de los Tribu- 
nales de Honor, cada vez hubo menos duclos, Tan es así, que 
prácticamente no existen más. El último -si la memoria no me 
falla se produjo hace 21 años y fue protagonizado por dos 
militares retirados: el General Juan Pedro Ribas y el General 
Líber Seregni. 


No sólo hay cada vez menos duclos, y de hecho ya no los 
hay, sino que paulatinamente los retos han ido disminuyendo y 
existen menos personas que se consideran agraviadas y que 
piensan que para reivindicar su honor lesionado deben enviar 
padrinos a quien juzgan que los ha ofendido o les ha faltado cl 
respeto. Como consceuencia de cllo, la ley se aplica cada vez 
menos. Pero no se puede decir que haya caído en desuso, aun- 
que se pone en práctica en pocas ocasiones, Sólo de vez en 
cuando alguien se acuerda de que existe la ley e inicia dentro 
de sus prescripciones un procedimiento caballeresco para lla- 
mar a responsabilidad a un presunto ofensor. 


Los agravios -y no tengo claro si ello es consecuencia de la 
ley o del cambio de las costumbres y del estilo polílico- tam- 
bién han ido disminuyendo y existe una menor sensibilidad 
ante cilos. Pero, lamentablemente, los agravios, los insultos y 
las difamaciones gratuitas y no provocadas no han desapareci- 
do, y hay varios ejemplos recientes que se pueden traer a cola- 
ción para demostrarlo. 


Para que los señores senadores no piensen que quiero aludir 
directa o indirectamente a otros dirigentes políticos, voy a refe- 
rirme a un ejemplo personal. 


A fines del año 86, en virtud de ser el Director de un 
Semanario que editaba el Movimiento Nacional de Rocha, lla- 
mado “La Razón”, se me responsabilizó por una caricatura O 
algún suelto presuntamente irrespetuoso sobre otro legislador y 
se publicó en un semanario, de relativa difusión diría yo, un 
artículo muy virulento contra mí persona que, por la vía de 
referencias equivocas y muy ambiguas, me lesionaba, no sé si 
directamente en mi honor, pero sí que daba una imagen verda- 
deramente poco respetable de mi persona. ¿Qué determinación 
tomé en esas circunstancias? 


Pienso que si ese artículo se hubicra publicado en el diario 
“El Día” o en “El País”, esto es si hubiera habido un conoci- 
miento general de El en la sociedad, al responsable del mismo 
-a quicn por un tiempo le retiré el saludo y pasado el ofusca- 
miento del momento, sc lo restituí- O le hubicra enviado los 
padrinos o hubiera tomado la vía del enfrentamiento personal, 
con armas o sin ellas. Felizmente, el asunto no tuvo mayor 
trascendencia pública porque, reitero, el órgano de prensa esta- 
ba limitado en su conocimiento a la clase política y a quienes 
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seguían el sector que editaba aquel semanario, Pero en caso de 
que el asunto hubiera tenido real difusión pública, nunca hubie- 
ra recurrido a la Justicia, por considerarme ofendido, para pedir 
que un Juez dijera no que las ofensas eran injustificadas 
-porque el Código Penal prohíbe probar la falta o no de veraci- 
dad de las ofensas, sino que juzga si el denunciado ofendió o 
no- ni que dijera que fulano de tal me había difamado o injuria- 
do, porque los conceptos injuriosos contenidos en ellas, hubie- 
ran quedado firmes. En ese sentido, nadie hubiera creído que 
aquello de lo que se me había calificado directa o indirecta- 
mente, no era cierto por el hecho de que un Juez Penal hubiera 
dictado una sentencia condenatoria que, por otra parte, nunca 
llega y nunca se dicta. Por eso es que nadie recurre, a la denun- 
cia penal ante una difamación o injuria. 


Y más allá de mi situación personal, en este año vimos 
publicados en la prensa, a raíz de problemas que suelen darse 
en los partidos políticos y en sus sectores, artículos referidos, 
por ejemplo, a situaciones que suelen darse cuando un inte- 
grante de una tendencia se distancia de la misma y trata de 
justificar públicamente su actitud. Como consecuencia de ello 
se comienzan a intercambiar acusaciones que, por la vía de la 
réplica y la contrarréplica van deslizándose hacia el terreno 
personal, lindando con el agravio. También pudimos apreciar 
una situación ingrata -que le puede pasar a cualquiera- de diso- 
lución de un partido político a raíz de la cual se hicieron acusa- 
ciones y reproches; incluso sc llegó a decir, por parte de algún 
dirigente, que otro dirigente dispuso de los fondos del Partido 
para un fin privado. En otro orden de cosas se expresó que se 
usaron fondos de la campaña electoral o del dinero que la Corte 
Electoral paga por los votos, También se dijo que usaron fon- 
dos de un partido y que se distrajeron, para comprar una pro- 
piedad en el exterior. 


Se me podrá decir que ante estas cosas nadie precisó recu- 
rrir a la Ley de Duclos, pero yo digo que nadic se amparó en la 
Justicia. Todos leyeron esas acusaciones en la prensa y se hi- 
cicron una composición de lugar pero me pregunto, ¿cómo se 
resuelven ese tipo de problemas? Evidentemente, no por la 
comparecencia ante la Justicia. 


La situación actual es que la Ley del 6 de agosto de 1920 
está vigente y me pregunto por qué se la quiere derogar. ¿Aca- 
so la ley hace daño, molesta a alguien? ¿Quizá determina que 
la gente ofenda impunemente o que exista alarma social, por- 
que personas de notoriedad, en el seno de la sociedad continua- 
mente cstán apelando a las armas, por un procedimiento que no 
es susceptible de ser castigado por la pena prevista por el Códi- 
go Penal cuando alguien es herido o muerto? No, la verdad es 
que la ley está vigente pero a nadie molesta y, en ese sentido, 
no hay alarma social por su vigencia. 


Se me podrá decir que cuando alguien reta a duelo a una 
persona, ello resulta ridículo y hay gente que no está de acuer- 
do. Digo que efectivamente esto puede molestar la conciencia 
de ciertos sectores de la sociedad, pero pienso que la Ley de 
Duelos de 1920 ha sido un freno eficaz contra los insultadores, 
contra los que no tienen respeto por la integridad moral de sus 
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conctudadanos y compatriotas. Considero que ella es un ele- 
mento que hace que la gente, antes de dar rienda suclta a sus 
pasiones o de sentarse ante una máquina para escribir un suelto 
virulento contra otro ciudadano, dirigente político o figura emi- 
nente en el seno de la sociedad, lo piense dos o tres veces. Y 
esto no porque lo puedan denunciar como difamador o autor de 
un delito de injuría ante la Justicia, sino porque alguien le 
puede pedir la reparación por las armas. Es muy fácil reirse o 
esbozar una sonrisa irónica ante los que se encuentran cn esta 
situación, pero realmente es muy difícil verse en ella. 


Reitero que la Ley de Duelos, durante 72 años, progresiva- 
mente fue haciendo desaparecer cl duclo de nuestras costum- 
bres políticas y del seno de nuestra sociedad, pero asimismo 
fue moderando a los que tenían falta de respeto por el honor 
ajeno y fuc significando un elemento muy eficaz, que hoy día 
subsiste, para que la gente lo piense bien antes de agraviar a un 
semejante. 


El duelo está previsto por el Código Penal como causal de 
impunidad, así como también lo están los delitos de difamación 
e injuria, que igualmente son letra muerta. Le pregunto al señor 
Presidente o a cualquiera de mis colegas cuándo se desarrolló 
en el seno de nuestra sociedad un proceso por difamación o 
injuria. Que yo recuerde, nunca o casi nunca, No tengo memo- 
ria de cllo. Y si alguna vez llega a ocurrir, el Juez no aplica la 
pena, no condena al denunciado, por lo que ya explicaba cl 
doctor Andrés Ramírez en 1919, en el sentido de que la tipifi- 
cación del Código Penal no exige únicamente, para que haya 
una condena, la comprobación de la materialización de la difa- 
mación o injuria, sino que pide en el agente activo, en el autor 
del delito, el elemento subjetivo llamado “animus injuriandi”, 
que es de difícil o imposible probanza. En los hechos, no se 
prucba nunca y, por lo tanto, jamás se condena a nadie por 
difamación o injuria. 


Se me dirá que aparte de estas normas del Código Penal, 
está la última Ley de Prensa, la que modificó el decreto ley que 
en esta materia, se había sancionado en las postrimerías de la 
dictadura. Pero al respecto me pregunto para qué ha servido esa 
ley, sino para que se realizaran algunos procesos más o menos 
escandalosos y publicitados. En ese sentido, hasta se llegaron a 
transmitir por la radio seudoprocesos verbales, donde se vía el 
permanente repiquetcar de las máquinas de escribir que toma- 
ban la versión de lo que decían los respectivos abogados de las 
partes y donde los Jueces, invocando -en un concepto para mí 
exagerado, pero que respeto- fos fueros de la libertad de prensa, 
absolvicron a todos los demandados o sea, a todos aquellos que 
le faltaron el respeto a alguicn a través de la prensa, desde que 
rige el decreto ley de la dictadura. 


Ahora, está vigente esa Ley, que creo lleva el número 16.099, 
sancionada durante la Legislatura pasada, pero que no ha servi- 
do para nada, porque quien le falte el respeto a alguien por la 
prensa podrá ser demandado de acuerdo a las normas de esta 
ley, pero podrá ir tranquilo al proceso porque el Juez lo absol- 
verá, como lo han hecho hasta ahora con todos los demandados 
por este procedimiento. 
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Se me podrá decir que si en realidad la ley a derogar no se 
aplica, porque casi no hay duelos y es algo poco frecuente que 
alguien lc envíe los padrinos a otro ciudadano por considerar 
que lo han injuriado o lesionado en su honor, ¿qué puede pasar 
si se deroga? Si al fin y al cabo la ley, de hecho está cayendo 
en desuso, entonces daría lo mismo que ésta no rija. Asimismo, 
como no está de acuerdo con las costumbres prevalecientes en 
la sociedad y lesiona la formación filosófica o religiosa de 
muchos ciudadanos -entre los cuales se encuentran algunos se- 
ñores legistadores- hay quienes piensan que debe derogarse. 


Si esa es la posición, creo que la actitud responsable cuando 
se va a sancionar una ley en esta materia como en cualquier 
otra, es prever las consecuencias que ella va a tener. 


Este proyecto de ley dispone que queda sin efecto la Ley de 
Duelos, que crea una causal de impunidad par los duelos desa- 
rrollados dentro de determinados procedimientos. Entonces, si 
sc deroga la ley se restablece la vigencia integral del Código 
Penal cuando alguien recurre al procedimiento del Duelo y 
dentro del mismo hiere o le quita la vida a otra persona. En ese 
caso, caben las penas de los delitos de lesiones y de homicidio. 
¿Qué ocurriría luego? Considero que los agravios van a seguir 
existiendo porque creo que es ponerse fuera de la realidad, es 
situarse en un mundo idílico afirmando que ninguna persona va 
a agraviar más a otra y que nadic, en el calor de la defensa de 
sus convicciones políticas o de cualquier otra naturaleza -aun 
en el debate en el ámbito deportivo, tal como tuvimos oportu- 
nidad de apreciar el domingo pasado cuando las pasiones llega- 
ron al rojo vivo- le faltará el respeto a otra persona o lesionará 
su honor. ¿Qué es lo que va a ocurrir, entonces? ¿Qué es lo que 
podrán hacer los ofendidos, si se deroga la Ley de Duelos? 


A continuación, voy a enumerar las opciones que pasarían a 
tener, una vez derogada la Ley de Duelos, las personas a las 
que se les faltara el respeto y se sintieran lesionadas en su 
honor. La primera de ellas es volver al pasado, como en el 
pensamiento de Gian Battista Vico que da razón a aquello tan 
manido desde que él lo dijo, de “corsi et ricorsi” de la Historia. 
Entonces, del duclo legalizado o permitido en determinadas 
circunstancias, se volvería al duelo ilegal, prohibido y supues- 
tamente clandestino, pero conocido por toda la sociedad; es 
decir, al duelo anterior a 1920, De todas formas, debemos ad- 
vertir que no creemos que si se deroga la Ley de Duelos se 
llegue a la práctica anterior, pero tampoco podemos descartar 
esa posibilidad. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. , 


SEÑOR RAFFO. - Solicito que se prorrogue el termino de 
que dispone cl orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Se va a votar 
la moción formulada. 
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(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 
Pucde continuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Agradezco al Senado su 
deferencia. 


Tal como estaba diciendo, si se deroga la Ley de Duelos y 
se produce un grave incidente en el cual una persona considera 
lesionado su honor, tendría como primera opción -tal como 
sucedía antes de 1920- el envío de los padrinos. En ese caso, la 
Otra persona podría aceptar o no el reto, pero si lo aceptare 
-naturalmente, el duelo sería un procedimiento ilegal sanciona- 
do por la ley- se debería iniciar un procedimiento penal en el 
que, como ocurría anteriormente, nadie iría a declarar la ver- 
dad, porque no se considera delincuente a un duclista. Esto 
terminaría, pues, en una parodia de juicio, cn una falta de 
respeto a la Justicia. Además, existe el agravante -que ya fuera 
señalado en el debate de 1919- de que si el duelista es un 
tegislador, está a salvo de la acción de la Justicia, porque lo 
defienden su inmunidad, o sea sus fueros. En el año 1919 se 
preguntaba si alguicn había visto el caso de que a un legislador 
que se había batido en duclo se le levantaran los fueros para 
que fuera sometido a la Justicia. Ello nunca se había visto. En 
esc sentido, el doctor Ismael Cortinas dijo: “Bueno, yo estaría 
dispuesto a levantarle los fueros”. “¿Estaría o está?” le pregun- 
taron ¿Alguna vez usted votó el desafuero de algún legislador 
porque se batió a duelo?” “No, nunca”, Naturalmente, decir lo 
contrario es situarse fucra de la realidad y, si sc deroga la Ley 
de Duelos, estaríamos contra el principio de la igualdad de la 
ley. Si un ciudadano que no fuera legislador se baticra a duelo, 
no tendría fueros y debería comparecer ante la Justicia. En 
cambio, en esta situación Jos legisladores estaríamos ampara- 
dos por los fueros. 


SEÑOR KORZENIAK, - ¿Me permite una interrupción, 
señor Presidente? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede intc- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a formular una pregunta aun- 
que no es para controvertir ningún aspecto de los que viene 
desarrollando el señor senador Aguirre, aun cuando -como cs 
conocido- discrepo con sus conclusiones. 


En la primera parte de su exposición no me quedó muy 
claro si su apoyo a la Ley de Duelos consiste en que la conside- 
ra un elemento disuasivo de las injurias y de las ofensas al 
honor o, en cambio, la cree una fórmula idónea para reparar las 
ofensas al honor cuando éstas se han producido. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Con mucho gusto le con- 
testo al señor senador Korzeniak que, por supuesto, no soy 
partidario del instituto del duelo. Considero a la Ley de Duelos 
como un elemento positivo desde el punto de vista de disuadir 
a quienes recurren al agravio en la lucha política o de cualquier 
Otro orden. No pienso que llegar al duelo por el mecanismo que 
instrumenta esta ley, sea de por sí un mecanismo reparador de 
las ofensas del honor, pero creo que menos reparador es aun el 
procedimiento de apelar a la Justicia para hacer jugar disposi- 
ciones del Código Penal en materia de difamación e injurias, 


Retomo, señor Presidente, el hilo de mi discurso, diciendo 
que una vez derogada la Ley de Duelos, si no se recurre al 
duclo ilegal, quedaríamos frente al intercambio de insultos, Por 
ejemplo, una persona es insultada por la prensa y, entonces, en 
ejercicio del derecho de respuesta o porque dispone de otro 
medio de prensa o de comunicación social, contesta en el mis- 
mo tono en una forma aun más violenta. De ello hay numero- 
sos ejemplos en el pasado y en el presente. Es un espectáculo 
lamentable que rebaja a ambas partes, es decir, a ambos prota- 
gonistas de este tipo de enfrentamiento. 


Como tercera posibilidad podemos citar el caso de ir, deli- 
beradamente o no, al incidente personal con armas o sin ellas, 
donde naturalmente prevalece el más fuerte o, como decía Juan 
Andrés Ramírez, el más madrugador, el de menos escrúpulos o 
el más diestro en el manejo de las armas. Voy a recordar un 
incidente de 1925, En un diario de la época se le falló el 
respeto -según los padrones morales existentes en ese momen- 
to- a una dama que cra hija de un conocido ciudadano, don 
Juan Cat, abuelo del actual Director de la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto. El Presidente Serrato clausuró el órgano 
de prensa. El señor respresentante Celestino Mibelli «comunista 
que no se batía por sus convicciones filosóficas- sostuvo en la 
Cámara de Representantes que había habido un atentado a la 
libertad de prensa, condenó al Poder Ejecutivo y al Ministro 
del Interior y relató el episodio y lo que decía el suelto, con lo 
que el asunto cobró aun mayor difusión. En esa oportunidad, 
algunos legisladores solicitaron que las palabras se borraran de 
la versión taquigráfica, pero el padre de la dama sobre cuya 
moral se había incursionado se enteró de la situación y, enton- 
ces, como el señor Mibelli no aceptaba el reto a duelo lo buscó 
y un día se cruzó con él en la Plaza Matriz, y como estaba 
armado, Don Juan Cat le pegó un tiro. No lo mató. Mibelli 
sacó un revólver y, a su vez, le pegó un tiro. ¡Linda mancra de 
resolver los problemas, cuando una persona le falta el respeto a 
otra o a un integrante de su familia! Por fortuna, nadie murió. 


Se me va a decir que en el duclo no triunfa la Justicia, 
porque yo he dicho que en el enfrentamiento personal no hay 
garantías de ninguna clase y triunfa el más fuerte, el más ma- 
drugador o el más diestro en el manejo de las armas. También 
se ha dicho que el duclo favorece al experto en armas y en 
alguna medida ello es cierto, pero, en ese caso, los padrinos y 
los integrantes del tribunal toman determinadas precauciones 
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para que no prevalezca, por lo menos abiertamente, cl más 
diestro en el uso de las armas. Considero que las dos maneras 
de resolver los problemas, si se quicre, son incivilizadas, pero 
los defectos se dan con mucha mayor intensidad en el lance 
personal, Luego, última posibilidad, se puede recurrir a la Justi- 
cia, la que nunca castiga al ofensor y, si lo hace, no reivindica 
el honor del ofendido. Explico esto diciendo que nadie consi- 
dera que una eventual sentencia condenatoria a un ofensor -que 
por otra parte, nunca la hay- borre la ofensa ni restituya a la 
imagen del ofendido la condición de hombre de honor. 


Y no la restituye, señor Presidente, porque la sentencia no 
dice que cl agravio sca falso. Es decir, que si a una persona la 
tratan de ladrona, de contrabandista o de cobarde, la sentencia 
que se puede dictar en el eventual juicio penal no expresa que 
la persona no sea cobarde, contrabandista o ladrona, entre otras 
razones, porque cl Código Penal le prohíbe al ofensor -cl de- 
mandado en el juicio penal- probar la veracidad de los hechos 
en que basó su ofensa o injuria. Si insultó, no puede probar que 
lo hizo con fundamento; lo único que se discute en el juicio 
penal es st la persona ofendió o no y si lo hizo realmente con 
esa intención. De modo que la imagen de quien ha sido insulta- 
do, desde cl punto de vista de su honor, queda en las mismas 
condiciones después de un juicio penal. 


Por otra parte -y como tantas veces se ha dicho- hay ofensas 
por las que nadic acepta una solución o una reivindicación 
judicial. Existen insultos -que no voy a mencionar en Sala- por 
los que nadic acepta pasar mescs o el tiempo que sea, en el 
procedimiento más abreviado que se pueda imaginar, para de- 
cidir en un juicio sí era justificado o no lo que le dijeron. Hay 
insultos sobre los cuales se reacciona sobre la marcha y, sí no 
es así, se envían los padrinos para ver sí quien tuvo el coraje de 
insultar tiene al mismo tiempo el valor de coger las armas y 
jugarse la vida en el campo del honor, 


Señor Presidente: los problemas del verdadero honor son de 
hombría y no de Derecho. No se resuelven en una litis, sino 
cuando una persona tiene el coraje de decir que no admite que 
la insulten y, sobre tablas, pide cuentas de sus actos a quien le 
ha faltado cl respeto. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
raumpir el señor senador Korzcniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - El señor Presidente del Senado 
analizó las carencias que tiene el Código Penal ya sca por 
razones de práctica o porque cl Juez no dice que no es verdad 
lo que afirmaron quienes insultaron a determinada persona. Por 
estas razones, de un modo tácito está diciendo que estas nor- 
mas no son suficientes. 


Lo único que quiero destacar es que en el proyecto de ley 
que tiene el Senado para su consideración, figura un artículo 
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1%) que efectivamente deroga la Ley de Duelos pero, al mismo 
tiempo, aparecen cinco artículos destinados a sustituir esas ca- 
rencias que el señor Presidente mencionó acerca del Código 
Penal, en materia de los delitos de difamación e injuria. Este 
terna fue especialmente previsto en la Cámara de Representan- 
tes y con la opinión de algunos especialistas en Derecho Penal 
y Procesal se le añadieron varias disposiciones al articulado, 
De manera que el proyecto que aquí estamos analizando no se 
refiere exclusivamente a la derogación de la Ley de Duclos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Es exacto lo que dice el 
señor senador Korzeniak, pero considero que las modificacio- 
nes que se hacen, desde el artículo 2* hasta el 6* del proyecto 
de ley que está a estudio del Senado, no cambian el fundamen- 
to de lo que he expresado respecto al efecto de una sentencia 
condenatoria por delitos de difamación e injuria. En todo caso 
-como el tiempo pasa rápidamente- nos referiremos a ese as- 
pecto del problema cuando se entre en la discusión particular, 
si es que el proyecto es aprobado en gencral, 


Digo, señor Presidente, que hay hombres públicos que se 
han visto en situaciones muy difíciles. No quiero lesionar a 
nadic citando nombres propios. Sin embargo, puedo decir que 
hace años, un notorio y destacado hombre público, de brillantes 
dotes intelectuales, a raíz de una información de prensa dada 
por un periodista que lucgo se amparó en la libertad de infor- 
mación y en el secreto periodístico, para no revelar el origen de 
su noticia, lo puso prácticamente en la picota pública. Se hizo 
“vox populi” que esa persona había cometido supuestamente 
una falta ética. Por tal razón, se nombró una Comisión Investi- 
gadora Parlamentaria que nunca probó nada, pero la duda siem- 
pre subsistió. Una vez que se difama a una persona es muy 
difícil decir que estamos todos convencidos de que es intacha- 
ble. Poco tiempo después, ese asunto tuvo una derivación in- 
sospechada. Un dirigente político, correligionario del difama- 
do, hizo referencia al episodio en una audición radial y de esta 
manera, el tema volvió al tapete. Ello motivó una doble répli- 
ca: del involucrado y de otro correligionario, con lo que este 
asunto terminó en el terreno del honor. Es decir que la persona 
a quien por vía indirecta se había difamado demostró que tenía 
la hombría y la entereza moral suficientes para afrontar una 
situación de ese carácter, jugándosc la vida en un duelo. Hoy 
nadic recuerda a ese notorio dirigente político como alguien 
cuyo honor pueda ser cuestionado porque un día decidió batirse 
a duclo. Más aun; tengo la convicción de que la gran mayoría 
de la sociedad hasta ha olvidado en qué circunstancias fue al 
duclo, quién fue el ofensor y quién el ofendido. Y nadie des- 
crec de ese dirigente político o le niega su respeto y su conside- 
ración, porque un día haya ido a un duelo. En cambio, el daño 
que se le hizo a su imagen pública porque un día le faltaron el 
respeto en la prensa, no se pudo ni se podrá borrar jamás; 
siempre ha quedado la sospecha. Por ello no se me puede decir 
que a una persona que la insultan va a un duelo y el insulto no 
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desaparece. Quien va al duelo, desde el punto de vista público, 
es una persona de honor; es alguien que, como se dice vuigar- 
mente, tiene agallas; es una persona capaz de pasar por una 
prucba de fuego para vindicar su honor; es un individuo que no 
tiene el convencimiento de que con ello va a demostrar que 
ticne razón. Lo que sí va a demostrar, como decía Juan Andrés 
Ramírez en 1919, es que es una persona que no admite que se 
le falte el respeto y que, quien lo haga, tendrá que dar ante él 
cuenta de sus actos, aun corriendo cl riesgo de su vida, 


El derecho al honor -como decía al principio de mi exposi- 
ción- es un derecho fundamental en la sociedad, principalmen- 
te para quienes se dedican a la vida pública. 


Hemos visto en otras sociedades, en las que la prensa es 
muy irrespetuosa y se inmiscuye en la privacidad de la gente, 
cómo se descalifica a prominentes dirigentes políticos, simple- 
mente escandalizando con faltas reales o supuestas cometidas 
en su vida privada. Por ejemplo, en los Estados Unidos de 
América hay personas que se han visto imposibilitadas de con- 
tinuar su carrera política o de postularse a la Presidencia de la 
República, por la sencilla razón de que un órgano de prensa ha 
tenido el atrevimiento de inmiscuirse en su vida privada. Esto 
no ocurre en el Uruguay, porque quien haga ello en nuestro 
país está expuesto a ser llevado al terreno del honor y a tener 
que rendir cuentas con las armas en la mano, si realmente 
ofende a una persona. 


Ya expresé que el artículo 7* de la Constitución coloca el 
derecho al honor inmediatamente después del derecho a la vida, 
en cuanto al rango en que deben ser protegidos por el ordena- 
miento jurídico. Pero la verdad es que dicho ordenamiento, con 
las disposiciones del Código Penal sobre difamación e injuria, 
lo que ha hecho en la práctica es desproteger el derecho al 
honor. ¿Qué hacen las personas que son insultadas? ¿Cómo 
reacciona alguien si le faltan cl respeto a su señora, a su hija, a 
su madre o a él mismo? ¿Va a un proceso judicial? Evidente- 
mente, nadie lo hace. Por lo tanto, existe una tutela teórica del 
derecho al honor, que en la práctica es una desprotección del 
honor. El honor es lo mismo que la salud moral de las perso- 
nas. Después del derecho a la vida -que, por supuesto, es el 
primero, ya que si él desaparece no tiene sentido hablar del 
respeto a los demás derechos- el primero de los derechos, repi- 
to, es el honor. Un individuo que se considere sin honor, es una 
persona descalificada en el conjunto de la sociedad, debe de- 
saparccer de la vida pública y de la escena política. Entonces, 
¡cómo vamos a decir que se suprime la Ley de Duetos y que 
quien sca insultado recurra a la Justicia! Perdónenme, señores 
senadores, pero quien diga esto está fuera de la realidad, ya que 
esa solución no sirve absolutamente para nada. A mi entender, 
las lesiones al honor son irreparables en el terreno judicial. 
Reitero que no se trata de un problema jurídico, ya que no se 
soluciona con penar a quien difama aplicando cl Código Penal 
cuyas penas, por otro lado y como ya lo he dicho, las penas no 
se hacen efectivas. ¿Qué arreglamos si una persona difama a 
otra, diciendo que se le va a aplicar una pena de 4 meses de 
prisión a 3 años de penitenciaría, algo que, por otra parte, los 
Jueces nunca están en condiciones de aplicar? ¿Qué se solucio- 
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na si una persona injuria a otra con decir que se le va a penar 
con 3 a 18 meses de prisión? No se arregla absolutamente 
nada. 


Además, el argumento de que quien va a duelo no demucs- 
tra haber sido gratuitamente ofendido, es decir, que no demues- 
tra su razón ni hace prevalecer la Justicia, es equivocado, ya 
que equivale a no comprender la esencia y el sentido del insti- 
tuto del duelo que explicaba Juan Andrés Ramírez en aquel 
debate que mencioné de 1919 -no tema el Senado que vaya a 
hartarlo con una larga y tediosa lectura- que me voy a permitir 
lcer muy brevemente. 


Decía así el doctor Juan Andrés Ramírez: “...la verdad de 
las cosas es que en la inmensa mayoría de los casos, por lo 
menos, los hombres no van al duclo con la intención de matar a 
su adversario; no van con la intención deliberada de causarle 
un perjuicio; van pura y simplemente porque consideran que es 
una prucba exigida por su decoro, en nombre del sentimiento 
del honor”. Y más adelante, luego de dos o tres interrupciones 
de Amador Sánchez y de Ismael Cortinas, agregaba cl doctor 
Ramírez: “El duelo, señor Presidente, tiene un fundamento y 
un carácter esencial, que lo hacen por lo menos, respetable, 


Su fundamento es la idca de que el hombre que coloca su 
honor sobre todos Jos intereses, y aun sobre la vida propia, no 
puede ser un miserable. Es verdad que la naturaleza humana es 
muy compleja; es cierto que existen grandes malvados capaces 
de afrontar una prucba semejante; pero es lo cierto, también, 
que cuando se produce un hecho de esos, Surge, por lo menos, 
la duda de si efectivamente ese corazón es del monstruo que se 
había supuesto, o si sus malas acciones no son el producto de 
un error o de una falla aislada de su carácter”, 


Poco después decía el doctor Juan Andrés Ramírez -a raíz 
de una interrupción del doctor Santín Carlos Rossi que le decía 
que los males que conducen al duelo deben ser corregidos con 
la cultura, colocándose aquel distinguido hombre público, por 
supuesto, también en un terreno ideal al que no hemos llegado 
siquiera después de 72 años-: “La cultura no se improvisa por 
ley, señor diputado. Para que haya cultura es necesario que 
pasen años y años de propaganda, y también es necesario que 
se acepte el duclo como solución de los conflictos, porque el 
ducto ticne esa condición inapreciable; la de que obliga a man- 
tener la corrección en el lenguaje y la moderación en la forma, 
porque de otra manera los hombres, según el dicho vulgar, 
insultan impunemente, como las mujeres y como los irrespon- 
sables”. Y eso es, señor Presidente, lo que en sustancia sosten- 
go: no ha avanzado lo suficiente nuestra cultura como para que 
podamos prescindir del disuasivo eficasísimo que a lo largo de 
sicte décadas ha significado el instrumento de la Ley de Due- 
los. 


Decía no en cl año 1919 sino en el debate que se produjo en 
1920, cuando en forma casi meteórica, generando la oposición 
furibunda de Emilio Frugoni y de Joaquín Secco Illa, se aprobó 
el proyecto de ley en la Cámara de Representantes el recordado 
legislador y hombre público Francisco Ghigliani, en una inter- 
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vención que no resisto la tentación de reproducir: “Las consi- 
deraciones que ha hecho el señor diputado Ramírez, y el anun- 
cio que particularmente me ha hecho cl señor diputado Vicens 
Thievent de un proyecto que piensa presentar sobre legislación, 
referente a insultos e injurias, me mueven a modificar mi con- 
ducta y me llevan a votar afirmativamente el proyecto de la 
Comisión. 


Yo siento gran admiración, señor Presidente, por los hom- 
bres que tienen cl valor moral suficiente para no ceder a esa 
imposición de la costumbre que nos lleva al duelo, pero tengo 
esa admiración cuando se une en esas mismas personas la vo- 
luntad suficiente para no inferir ofensas. 


Por csas personas tengo una enorme admiración, las consi- 
dero muy superiores a mí, que he sido incapaz de contencrme a 
veces en el insulto, y he sido incapaz también de contenerme 
en la exigencia de una reparación por las armas”, Y agrego que 
fue también incapaz de contenerse, una vez de abrir las puertas 
de la Sala de Ministros en el año 1936 y descerrajarle, sin 
previo aviso, un balazo al doctor Demichelli, bala que quedó 
alojada en su cuerpo hasta el final de sus días. 


Continúo con la intervención del doctor Ghigliani en 1920, 
que así decía: “Pero así, como tengo la sinceridad de decir esto, 
la tengo también para expresar que, aun sabiendo que es algo 
quizá hasta irracional! el ir a dirimir en el terreno de las armas 
una cuestión de honor, en el futuro iré a las mismas soluciones, 
si no encuentro una defensa legal que me permita vivir satisfe- 
cho de mí mismo, habiendo sido insultado y sin haber buscado 
una reparación por las armas. 


“Considero -agregaba- que el proyecto de la Comisión va a 
disminuir el número de los duclos que se producen sin causa 
justificada” -y tenía razón en su pronóstico el doctor Ghigliani- 
“y como cerco que no se puede ir a saltos en la legislación, 
sobre todo en el caso en que la legislación contraría un poco la 
costumbre, todo lo que podamos ganar en ese sentido, debemos 
ganarlo, si queremos ser prácticos”. 


“Iremos así hacia un primer triunfo, que sería el de dismi- 
nuir los duclos, para ir inmediatamente a otro triunfo mayor, 
que sería el de disminuir las injurias y los insultos”. 


Estas palabras premonitorias del doctor Francisco Ghigliani 
en la sesión de la Cámara de Representantes del 4 de agosto de 
1920 tuvieron plena confirmación en la práctica: el primer triun- 
fo se logró; los duclos fueron disminuyendo con el correr del 
tiempo y hace 21 años, reitero, que no hay ninguno en el seno 
de la sociedad. El otro triunfo sc ha conseguido a medias o a 
cuartas: han disminuido las injurias y los insultos, pero lo han 
hecho, entre otras razones, porque la gente que injuria y que 
insulta puede verse sometida a un duclo, 


Si suprimimos la Ley de Duclos, ¿qué muro de contención 
va a haber contra los insultadores? ¿Qué valla va a haber contra 
los insultadores? ¿Qué valla va a haber contra esos órganos de 
prensa -no voy a mencionar a ninguno; cada uno podrá imagi- 
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nar al que quiera- donde se lanzan versiones que a cada rato 
hay que rectificar sobre dichos o hechos de las personas; donde 
se recogen versiones antojadizas sobre la ejecutoria pública de 
los ciudadanos? ¿Qué otro medio va a tener una persona a la 
que se le falte el respeto por esa vía, cuando no haya Ley de 
Duelos, que el de la Justicia, que no sirve para nada -lo digo 
con todo respeto por la Justicia porque en el campo del honor 
no sirve para nada- o el de darse por insultada y por destratada 
ante cel conjunto de la sociedad? Pregunto, ¿cómo disminuimos 
las injurias y los insultos? ¿Qué garantías tenemos contra ellos? 
Derogando la Ley de Duelos, ¿creemos que la gente le va a 
dejar de faltar el respeto a los demás, cuando la pasión se 
apodere de cllos, cuando se crea dueña de la verdad? 


En el Senado, en la última interpelación realizada, se habló 
con total soltura de corrupción y tan moderados estamos que 
nadie contestó en el terreno de la violencia verbal, 


Pero en la Cámara de Representantes, donde la gente, qui- 
zás, por menor experiencia cn la vida política, porque el pro- 
medio de edad de los legisladores es menor, porque la sangre 
por ello fluye con mayor intensidad o violencia, en la Legisla- 
tura pasada y en ésta varias veces fue necesario separar a quie- 
nes se habían ido a las manos, luego de faltarse el respeto en la 
expresión pública en plena sesión de la Cámara. Quicn a cllo 
recurre por supuesto, puede verse enfrentado a un duelo. Pero, 
si eliminamos la Ley de Duelos, ¿qué es lo que queda? ¿La 
prepotencia del más fuerte, del más joven o del que sabe mane- 
jar armas? 


Señor Presidente, señores senadores, hoy, gracias a la Ley 
de Duelos, tenemos la situación bastante controlada. Si deroga- 
mos esta ley no sabemos lo que va a pasar. ¿Qué vamos a hacer 
si mañana alguien insulta a otra persona y se produce un inci- 
dente de tipo personal a tiros o a golpes? ¿Vamos a decir que 
nos equivocamos y que restableceremos la Ley de Duelos que 
no le hace mal a nadie, y todo esto por un prurito de adecuar la 
legislación a convicciones filosóficas o morales muy respeta- 
bles? Considero que sí son respetables, pero voy a poner un 
ejemplo elocuente para los integrantes de cierta bancada, para 
demostrar el relativísimo valor práctico de tales convicciones. 


El doctor Alfredo Palacios, el primer legislador socialista 
de América, cuando fue electo diputado por la Boca en 1904, 
dio lugar a una expresión inolvidable de Florencio Sánchez 
quien dijo que “La Boca tiene ahora dientes”, y vaya si los 
tenía. El doctor Palacios fue desafiliado del Partido Socialista 
sabiendo que lo iba a ser, cuando en 1915 el famoso legislador 
radical Horacio B. Oyhanarte -de quien se decía que era cl 
hijo político adoptivo de Hipólito Irigoyen- le faltó el respe- 
to -según Palacios y en su acendrada concepción del honor- en 
una sesión realizada en una fría tarde de julio de 1915 en la 
Cámara de Representantes, según recuerda Ramón Columba, 
famoso caricaturista y taquígrafo del Senado argentino, en uno 
de sus inolvidables libros sobre el Parlamento del vecino país. 
De modo que Palacios entre defender su honor y seguir siendo 
socialista -lo había sido prácticamente desde la cuna- defendió 
su honor y envió los padrinos porque no aceptaba que se le 
insultara públicamente y no había ninguna otra forma de repa- 
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ración que enviarle los padrinos a Oyhanante. Recién 17 años 
más tarde reingresó al Partido Soctalista. 


¡Es muy fácil decir que la Ley de Duclos no sirve para nada 
y que es anacrónica! ¡Lo que es muy difícil es ver qué se hace 
cuando alguien insulta a una persona públicamente! ¡Eso sí que 
es difícil! 


Creo, señor Presidente, con todo el respeto por quienes han 
presentado este proyecto de ley en este sentido, con todo respe- 
to por quienes lo han votado en la Cámara de Representantes y 
por todos los integrantes de la Comisión de Constitución y 
Legislación que le aconsejan al Senado, unánimemente, que 
votemos esta iniciativa, que es una verdadera imprudencia abo- 
lir o derogar esta ley que constituye el más eficaz medio pre- 
ventivo contra los insultadores gratuitos en el seno de la socie- 
dad. 


A mi entender, este es un paso que no se ha meditado 
suficientemente. No creo que el problema haya sido enfocado 
con un criterio práctico y realista, sino que se ha analizado 
desde un punto de vista teórico y abstracto, a la luz de princi- 
pios filosóficos, morales y aun jurídicos, que podemos compar- 
tir, Sin embargo, en mi opinión, al derogar la Ley de Duclos 
estamos dejando un vacío en nuestra legislación, en el seno de 
la sociedad, y abrimos un camino para que el más prepotente 
insulte a quicn le dé la gana, y éste no tendrá otra alternaliva 
que “tragarse” esos insultos o tratar de hacer justicia por sus 
propias manos, sí es que puede. Reitero que es un camino 
peligroso en el que no debemos ingresar porque, si empezamos 
a transitar por él, luego no sabermos cómo desandar lo recorri- 
do. 


He dicho, señor Presidente. 
SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: creo que es la 
primera vez que me ocurre, desde que soy legislador, que cam- 
bio de opinión luego de haber estampado mi firma en un pro- 
yecto de ley. No considero que ello tenga un mérito especial, 
sino que es un acto de honestidad personal que debo a mis 
compañeros del Cuerpo. De alguna forma, esto puede ser con- 
secuencia -y quizás sca una autocrítica- de que recién hace 
pocos días se me ha aclarado un poco más este panorma. 


En primer lugar, quisiera señalar mi reconocimiento y ho- 
menaje a los demás miembros de la Comisión de Constitución 
y Legislación por la seriedad y la responsabilidad con que han 
tratado este tema tan delicado, en el que existen implicancias 
de diversa naturaleza que, inevitablemente, pesan -y creo que 
ello está bien- a la hora de tomar una postura que, mucho más 
que jurídica, sin duda es de índole ética. Aquí se ha hecho 
bastante hincapié en el tema de la ética y del llamado honor. 
Por razones distintas a las expresadas por mi distinguido ami- 
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go, el señor Presidente del Cuerpo, creo que, precisamente, este 
proyecto de ley no contempla las situaciones en las que en 
forma reiterada se debe pensar en dejar a salvo el honor. 


También debo manifestar mi reconocimiento especial al 
señor miembro informante, señor senador Blanco, quien ha 
elaborado un informe que posee dos virtudes: por un lado, 
refleja fielmente lo que se discutió en la Comisión y, por otro, 
elimina saludablemente de la controversia lo innecesario. Me 
parece que este informe, además, se destaca por su sobriedad, 
casi mc atrevería a decir, por su austeridad. 


He cambiado de opinión y creo que es mi deber decirlo. 
Actualmente, cn la práctica, esta Ley de Duelos de 1920, lo 
único que significa -con los respetos debidos a sus autores y 
defensores- por lo menos desde mi particular punto de vista, es 
un remedio imperfecto, o quizás muy imperfecto, pero menos 
que otros, para solucionar aquellos problemas de honor perso- 
nal de que tanto se hablaba. Sin embargo, no en la actualidad 
sino desde hace tiempo, creo que también significa respaldar, a 
través de la legislación, un concepto de honor exclusivamente 
clasista. No conozco -ni creo que alguien lo haga- en la historia 
de la aplicación de la Ley de Duelos, casos en los que se haya 
planteado, a través del tribunal correspondiente, un enfrenta- 
miento entre personas que la opinión pública considera que no 
forman parte de un determinado estamento profesional o social. 
Es más, nadie podría imaginar que un obrero de la estiba -con 
todo el respeto que me merece, por supuesto- hoy en día pudie- 
ra lograr que un tribunal de duelos lo considerara el ofendido, y 
que, por ejemplo, alguien que formara parte, de la más rancia 
aristocracia del país y tuviera detrás cinco o seis generaciones 
patricias en la República, aceptara ser desafiado y llevado a 
duclo por medio del mecanismo de la Ley de 1920. Considero 
que es un honor clasista en un doble sentido: en el de la sangre 
-cstamos hablando dcl momento actual- y en cuanto a que 
resulta ser el recurso de aquellos que directa o indirectamente 
están involucrados en agravios que son, evidentemente, de gran 
importancia, que atañen, como bien se ha dicho, al honor y 
que, según la fría lctra del Código Penal, ingresan en las hipó- 
tesis de la difamación, de la injuria o de cosas peores. Pero en 
la práctica solamente ciertas personas en este país pueden tener 
-si es que desean hacerlo- los beneficios reales o presuntos de 
dejar a salvo su honor, tratando de herir a otro o quizás, de 
matarlo, Todo esto es mi reconocimiento a quienes han recurri- 
do al llamado campo de! honor y, naturalmente, a quienes 
inspiraron esta ley. 


Esta convicción, señor Presidente, con la que modifico mi 
opinión, vertida durante la discusión del tema en Comisión, no 
me permite apoyar este proyecto de ley por algo que recién 
ante la inminencia de la consideración de este punto he adverti- 
do y que me hizo pensar nuevamente en todo lo que tiene que 
ver con la cuestión del honor. 


Este proyecto de ley, señor Presidente, no puede ser aplica- 
ble -debido a lo dispuesto por la Constitución de la República- 
a quienes frecuentemente -y me atrevería a decir que siempre- 
son los protagonistas de un desafío a duelo y, de tanto en tanto, 
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de un duclo, que son cl Presidente y el Vicepresidente de la 
República, Ministros de Estado y legisladores, de acuerdo con 
lo previsto por nuestra Carta Magna por los artículos 178, para 
los dos primeros casos, 171 para los Ministros y 112 para los 
miembros del Parlamento. 


He llegado a la conclusión de que si el artículo 112 de la 
Constitución señala que senadores y representantes jamás serán 
responsables por los votos y opiniones que emitan durante el 
desempeño de sus funciones, este proyecto de ley -y lamento 
haberlo advertido ahora- es inaplicable, repito, a quienes nor- 
malmente son los que difaman, injurian o que se supone que lo 
han hecho. Si este artículo expresa que jamás serán responsa- 
bles, ni penal ni civilmente, como dije, al igual que el 171 
referido a los Ministros y el 178 al Presidente y Vicepresidente 
de la República, no veo que este texto legal permita -tal como 
está concebido- sostener que esto está referido exclusivamente 
a la responsabilidad penal, porque ello no es así. 


En definitiva, señor Presidente, me pregunto que ganaría- 
mos con este proyecto de ley que ya fue aprobado por la Cáma- 
ra de Representantes en el caso de que se convirtiera en ley. 
Creo que obtendríamos una norma que, precisamente, sería 
inaplicable a aquellas personas para las que normalmente se 
piensa que les debería corresponder, 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Me interesa destacar lo siguiente: 
desde el punto de vista de la responsabilidad penal, no hay 
ninguna duda que por un voto o una opinión ninguno de los 
gobernantes a que ha hecho referencia el señor senador Rical- 
doni, serán responsables ni cuando lo emiten, ni cuando dejan 
su cargo; eso está muy claro y así lo prevé la Constitución 
cuando expresa que jamás serán responsables, Sin embargo, cn 
lo que hace al tema de la responsabilidad civil, aun en la tesis 
muy discutida de que el artículo constitucional abarcara dicha 
responsabilidad, me parece oportuno tener presente que un daño 
civil provocado por una opinión o por un voto no lo tendrá que 
reparar esta persona -si es que existe una irresponsabilidad cter- 
na para un civil- pero sí lo tendrá que hacer el Estado. Este 
tema se resuelve por medio del artículo 24 de la Constitución, 
en el sentido de que cuando un órgano público, causa daño con 
ciertas características en el ejercicio de sus funciones civilmen- 
te es responsable el Estado. De manera que, entonces, hay 
consecuencias jurídicas y, por lo tanto, tiene mucha importan- 
cia que una disposición legal establezca esa responsabilidad, 
aun cuando la persona después no pueda ser objeto de una 
repetición por parte del Estado, pero sí el dañado, naturalmen- 
te, que se vería beneficiado por la existencia de normas como 
ésta. Quiere decir que, repito, no se trata de disposiciones irre- 
levantes. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Quisiera contestarle telegráfica- 
mente al señor senador Korzeniak y en seguida le concederé el 
uso de la interrupción. 


SEÑOR BOUZA. - Podría contestarnos a ambos. 


SEÑOR RICALDONI. - Al parecer, debo contestar a los 
dos a la vez, como D'Artagnan, ya que hablamos de duclos. 
Con mucho gusto le concedo la interrupción solicitada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. - Espero que el señor senador Ricaldoni 
corra con la misma suerte que D“Artagnan. 


No coincido con la interpretación que hace el señor senador 
Ricaldoni con respecto a los alcances del artículo 112 de la 
Constitución, pero no por las razones señaladas por el señor 
senador Korzeniak. 


Me pregunto cuáles son las situaciones que se han dado en 
la historia de este país por las que dirigentes políticos han 
agraviado o se han sentido ofendidos y han recurrido al proce- 
dimiento previsto por la Ley de Duelos. Normalmente ello no 
ha ocurrido por las afirmaciones hechas en el ejercicio de sus 
funciones, sino por la utilización de medios de difusión para 
emitir esos conceptos que fueron considerados agraviantes. Es 
obvio que esa utilización no puede estar comprendida en la 
irresponsabilidad prevista por el artículo 112 de la Constitu- 
ción. No puedo ser perseguido criminalmente por lo que hoy 
diga cn cl Senado, pero sí por lo que exprese mañana en cual- 
quier medio de difusión. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Previo desafuero. 


SEÑOR BOUZA. - Por supuesto; pero no existe irresponsa- 
bilidad. 


Al hacer esta afirmación estoy pensando también -porque 
escuché con mucha atención, interés y respeto la exposición 
del señor Presidente del Senado- que sobre este tema -y lo 
confieso- no se ha expresado un juicio tan prudente ni él ha 
sido analizado exhaustivamente por parte de la opinión pública, 
y en consecuencia, se han dado opiniones muy ligeras con 
respecto a cuáles son las características de este proyecto de ley. 
Después de escuchar al doctor Aguirre Ramírez, me he pregun- 
tado si la disminución de las convocatorias a duelo -como él lo 
ha señalado- que se han venido produciendo en los últimos 
años, se debieron a la aplicación de la ley o fueron, tal vez, por 
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una menor sensibilidad o -y fíjense en lo que digo- que quizás 
cada vez haya menos prensa partidaria con fuerza de divulga- 
ción ante la opinión pública y que, por lo tanto, aparezca me- 
nos comprometida la firma del dirigente político en las afirma- 
ciones diarias hechas a través de la prensa. Confieso que no 
tengo una respuesta definitiva con respecto a esta interrogante. 
Sin embargo, evidentemente cada vez más todos estamos parti- 
cipando en el debate político no en cl ámbito de este Cuerpo, 
sino ante la opinión pública, por los medios de difusión, a 
través de declaraciones y no tanto por el suelto del editorial que 
firmamos cada día obligándonos a pronunciarnos sobre deter- 
minados temas. Quizás eso, de alguna manera, haya llevado a 
que comenzaran a desaparecer causales que en el pasado con- 
dujeron a reiterados enfrentamientos en el campo del honor. 


Termino manifestando lo siguiente: no comparto el criterio 
de clasismo en el uso del derecho de esta ley definido por el 
señor senador Ricaldoni. Si no entendí mal, dijo que cl derecho 
a emplear esta Icy cra para una determinada clase social y que 
no le corresponde a otros grupos. Creo que la ofensa al honor, 
hecha de tal forma que provoque esos efectos, llega a través de 
los medios de difusión más importantes y afecta a quien es 
públicamente conocido. Por to tanto, no se trata de que este 
asunto pueda ser ubicado en determinado nivel social, sino de 
que la persona que luego recurre al procedimiento de Ley de 
Duelo tenga cierta notoricdad pública, como por ejemplo un 
artista, un distinguido deportista o un dirigente político. Estas 
personas son conocidas públicamente y, por lo tanto, dicho 
conocimiento tienc un valor para sí mismos que es respetable 
ante la opinión pública y por eso puede recurrir a este mecanis- 
mo. No sucede lo mismo cuando existe un ataque agraviante de 
una persona hacia otra y no tiene esa divulgación y, por lo 
tanto, no lo está afectando de esa mancra. 


Además, señor Presidente, es natural -y recojo parte de las 
expresiones vertidas por el señor Presidente del Cuerpo- que 
quien tiene una posición de pública respetabilidad, tenga una 
reacción adecuada a esa condición, que no puede ser violenta 
sino que debe tener una canalización más civilizada, que es lo 
que pienso que procuró hacer la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: trataré de con- 
testar por su orden las apreciaciones de los señores senadores 


Korzeniak y Bouza. 


Estoy de acuerdo con el señor senador Korzeniak en cuanto 
a que hay una disposición constitucional que permite que un 
Poder del Estado sea llevado ante la Justicia y responsabilizado 
en determinadas situaciones por la actuación de alguno de sus 
miembros. Sin embargo, creo que con esto no se soluciona el 
problema que normalmente preocupa a quienes tratan las lla- 
madas “cuestiones del honor”, ya que en esc caso hay una 
indemnización, por ejemplo, del Poder Legislativo al ser huma- 
no que se ha visto afectado por un acto lesivo de su honor, Por 
lo tanto, hay alguien que en la realidad queda absolutamente 
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impune por aquellas expresiones que ha vertido. Esa persona 
de carne y hueso que es responsable por haber agredido el 
honor o, digamos, ensuciado a una determinada persona, no es 
la que paga “los platos rotos”. En todo caso, las consecuencias 
las paga un determinado Poder u órgano del Estado. 


Entonces, de ser cierto lo que dice el señor senador Korze- 
niak crco que, de cualquier manera, por ese camino no se 
corrijen los males, tal como deseamos. 


En cuanto a lo manifestado por el señor senador Bouza, 
debo decir que sobre la interpretación de la Constitución, natu- 
ralmente puedo aceptar esa opinión en el sentido de que -si 
entendí bien- no se excluye en modo alguno la responsabilidad 
civil, especialmente cuando el agravio proviene de lo que él 
denominaba “el ejercicio del agravio” o “la práctica del agra- 
vio” fuera de sus funciones, Mc pregunto, ¿cuándo está en 
funciones políticas y cuándo no, un Presidente, un Vicepresi- 
dente, un legislador o un Ministro? Considcro que en todos 
esos casos, dado que la Constitución no distingue el tipo de 
responsabilidad; no le vale al intérprete hacer la distinción. Es 
más; en una interpretación -quizás exageradamente piedeletris- 
ta- podría sostener con buenos fundamentos que el artículo 112 
dice que todas las opiniones -habida cuenta de lo que tiene que 
ver con los llamados votos- del tipo y en el terreno que fueren, 
de un legislador, de un Secretario de Estado o de un Presidente 
de la República, aun en áreas ajenas a la actividad política, si 
son emitidas durante el ejercicio de sus funciones, están com- 
prendidas en la inmunidad que otorga esta norma. Quiere decir 
que si esta tesis fuera la correcta -y creo que al pie de la letra lo 
€s- el proyecto de ley -una vez más en tono de “mea culpa” por 
haber advertido esto lucgo de estampar mi firma en él- es 
inaplicable, quizás, a muchas más hipótesis de las que se supo- 
ne. 


Por otro lado, coincido con el señor senador Bouza en el 
sentido de que estamos asistiendo a una etapa en la vida de 
todo el mundo civilizado, no sólo de nuestro país, en la que los 
parámetros de sensibilidad son, evidentemente, muy diferentes 
a los que existían antes. Naturalmente, a todo ello contribuye la 
difusión -muchas veces por simple falta de cultura de los res- 
ponsables de esa difusión, otras por fobias y, a veces, incluso, 
por ese sensacionalismo que conlleva, generalmente, al éxito 
de un determinado medio de difusión- en el sentido de que un 
medio preste sus pantallas, sus ondas radiales o sus páginas 
para agravios que, a veces, llegan a ser recíprocos entre perso- 
nas que, repito, normalmente forman parte del quehacer políti- 
co. 


Estoy de acuerdo con que existe una falta de sensibilidad, 
pero no debemos resignarmnos frente a ese deterioro de una 
sensibilidad que considero que todos nosotros seguimos mante- 
niendo como si viviéramos décadas atrás. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - ¿Me penmnite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR RICALDONL - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: vengo 
siguiendo con la atención que se merece la interesante cxposi- 
ción del señor senador Ricaldont. 


Deseo puntualizar algo relativo al argumento central de su 
intervención respecto a la inaplicabilidad en el supuesto resta- 
blecimiento de su vigencia de las normas generales del Código 
Penal para quienes causan lesiones personales o la muerte de su 
adversario en un duelo, a los legisladores y a las demás perso- 
nas que gozan de inmunidad en virtud de la Constitución de la 
República, es decir, el Presidente de la República y sus Minis- 
tros. Es ciento -como decía el señor senador Bouza- que los 
agravios, generalmente, no se producen en el ejercicio de la 
función, aunque puede suceder así. Entonces, existen dos situa- 
ciones. Al respecto, hay ejemplos -y estoy seguro de que el 
señor senador Cigliuti podrá citar varios- de agravios en el 
ejercicio de la función. Por ejemplo, el recordado y violento 
episodio ocurrido en el Senado de la República cn el año 1962 
entre el entonces señor senador Fusco -que estaba sentado cn la 
banca que hoy ocupa el señor senador Bouza- y el señor sena- 
dor Stewart Vargas. Los insultos recogidos en la versión taqui- 
gráfica fueron violentísimos y se estuvo a punto de recurrir a la 
vía de hecho y de disparar un arma de fuego aquí mismo, en 
pleno recinto parlamentario. Entonces, por supuesto que estos 
hechos pueden ocurrir, pero no es lo normal. En ese caso, 
como bien dice el señor senador Ricaldoni, el privilegio de la 
irresponsabilidad por la cmistón de juicios, opiniones, votos o 
lo que fuere, en el ejercicio de las funciones, es total y absolu- 
to. Por consiguiente, los legisladores pucden insultar, ya que si 
están en el ejercicio de la función, no les sucederá nada, porque 
se encuentran al margen de las disposiciones penales que pasa- 
rían a aplicarse al resto de quienes recurrieren al instituto del 
duclo. 


Por otra parte, existe otra situación en la que hice hincapié 
en el curso de mi exposición. Me refiero al hecho de que el 
agravio se produzca fuera del ejercicio de la función. De todas 
formas, el legislador está amparado por sus fueros y no puede 
ser sometido a la Justicia penal, salvo que su respectiva Cáma- 
ra, por un quórum realmente elevado -dos tercios del total de 
sus miembros- le quite esa investidura especial para ser someti- 
do a un proceso penal. La reiterada y larga experiencia anterior 
a 1920 -y alguna reciente, aunque ésta no se trate de problemas 
de duclo- abona que darle el desafuero a un legislador es muy 
difícil y prácticamente imposible por haber recurrido a las ar- 
mas en el terreno del honor, para reclamar su reparación por 
haber sido insultado y lesionado en su dignidad. Entonces, 
coincido con el señor senador Ricaldoní en el sentido de que, 
prácticamente, la ley no prevé que existen dos situaciones dis- 
tintas. Una vez derogada la ley, podrá responsabilizarse penal- 
mente a quienes recurran al duclo y no tengan fueros parlamen- 
tarios, pero nunca a los señores legisladores, 


Es cuanto quería manifestar. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONTL - Señor Presidente: naturalmente que 
estoy de acuerdo con lo que ha expresado el señor Presidente 
del Senado. No obstante, se recordará que también dije que si 
esta iniciativa que estamos considerando se convierte en ley, 
no podrían ser llevados a la audiencia aquí prevista los señores 
legisladores, los señores Ministros y el señor Presidente de la 
República, puesto que el artículo 112 de la Constitución de la 
República, lo impide. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Se va a votar 
la moción que acaba de ser formulada. 


(Sc vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR RICALDONT. - En el informe se dice algo que es 
exacto, ya que se hace referencia a que la voluntad de la Comi- 
sión cra no trabar el trámite parlamentario de esta iniciativa. A 
pesar de que todos pensábamos que el proyecto debía aprobarse 
tal como venía de la Cámara de Representantes, sentíamos que 
algo faltaba pero que si lo agregábamos, se extendería el trámi- 
te de su aprobación. Es así que en el proyecto se anuncia algo 
que es cierto: se había pensado en una instancia reparatoria de 
carácter civil. Me pregunto, entonces -digo esto por si todavía 
no se me ha entendido- si en virtud de lo que establece el 
artículo 112 de la Carta Magna, es aplicable a los señores 
legisladores, a los secretarios de Estado y al Presidente de la 
República, esa instancia reparatoria. Digo categóricamente que 
no. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Apoyado. 


SEÑOR RICALDONI. - Se supone que este proyecto pre- 
tende evitas lo que es el agravio permanente que, como muy 
bien decía hace unos instantes mi amigo, el señor senador Bou- 
za, involucra básicamente a personas de notoriedad pública. 
Sin embargo, como estas personas, en el 99% de los casos, 
están amparadas por la Constitución, por medio de este proyec- 
to, derogada la Ley de Duelos y aun cuando se estableciera por 
este Partamento en un agregado la instancia reparatoria de ca- 
rácter cívil, ésta sería absolutamente inaplicable a todos estos 
protagonistas del quehacer político que, reitero, poseen el du- 
doso privilegio de ser quienes generalmente cuentan con el 
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arsenal más completo en materia de agravios, difamaciones e 
injurias, 


Por lo tanto, con las reservas que hoy me merece la Ley de 
Duelos, creo que, quizá, estaríamos -lamento advertirlo con 
tanta demora- cometiendo un error muy grave si por otro lado 
consagráramos la derogación de la Ley de 1920 y, al mismo 
tiempo, aprobáramos una iniciativa que, repito por enécima 
vez, no es aplicable a los causantes más frecuentes de difama- 
ciones e injurias, que desgraciadamente somos quicnes integra- 
mos, digamos, los cuadros públicos del país. 


Frente a todo esto, señor Presidente, pienso que también 
hay que reflextonar en torno a las relaciones que pudieran 
existir -hay algunas- entre este artículo tantas veces menciona- 
do por el que habla, es decir, el artículo 112 de la Constitución 
de la República, y el artículo 115 -del que también se ha habla- 
do- que alude a casos de correcciones por parte de ambas 
Cámaras del Poder Legislativo, a sus miembros, a las causas de 
remoción de sus integrantes. 


En consecuencia, señor Presidente, planteo si éste no es cl 
momento de elaborar, por medio de un mecanismo legal dife- 
rente al que existe en este momento, una reglamentación de 
estos textos constitucionales. No sé por qué camino, con qué 
objctivo final y con qué contenido material; pero que, por lo 
menos, contemplara estas dudas, objeciones, inclusive estas cer- 
tezas que hoy tengo y que me impiden -si se quiere, hasta para 
mi propia sorpresa, si comparo cl punto de vista actual con cl 
que sostuve hace pocos días- apoyar este proyecto de ley. 


Entonces, cuando corresponda, voy a solicitar a la Presiden- 
cia que someta a consideración del Cuerpo una moción cn el 
sentido de que esta iniciativa vuelva a la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación, señalando desde ya, en función de lo expre- 
sado, mis discrepancias con el mismo. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el miembro informante, señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: simplemente, desco 
hacer unos breves comentarios acerca de las distintas interven- 
ciones que se han sucedido en el curso de este debate. 


En primer lugar, y a propósito de lo que manifestaba cl 
señor Presidente del Cuerpo, quicro reiterar una vez más que 
en el trámite de este proyecto, en ningún momento, se planicó 
una actitud de repudio hacia la ley vigente. Al contrario, como 
tuve oportunidad de señalar, privó en los miembros de la Co- 
misión una actitud de respeto y de reconocimiento al progreso 
que la misma implicó en el momento histórico y sociológico en 
que fue sancionada. En este sentido, erco interpretar a la Comi- 
sión si digo que podemos asociarnos a los aspectos positivos 
que, en los hechos tuvo ese texto legal en relación con su 
aplicación durante estos 72 años. No obstante, lo que ocurre es 
que, precisamente, el supuesto sociológico, el que de hecho 
reinaba en el momento de sancionar esa ley, no es el del pre- 
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sente, Hoy no es 1920; no hay una plaga o proliferación de 
duclos o, como señalaba el señor Presidente del Cuerpo ni 
siquiera de retos o desafíos, ¡Es que hoy -me atrevo a decirlo 
enfáticamente- no la clase política sino los uruguayos a quienes 
representamos, no creen que el duelo sea solución de nada! ¡No 
creen que el duelo sca reparación del honor; no creen que ese 
sea el camino conducente a restablecer el honor violado o heri- 
do! Ese es el consenso social de hoy y, más allá de la clase 
política a la que pertenezco, siento que interpreto el pensa- 
miento de mis compatriotas cuando digo que actualmente el 
duelo como tal, como instituto, es anacrónico, no tiene arraigo 
en la comunidad. Pcor aún, señor Presidente, el derecho al 
honor, al que se alude en el artículo 7% de la Constitución 
-inmediatamente después de hacerse referencia al derecho a la 
vida- no tiene que ver con el honor de la clase política, sino 
con el de cada ser humano que vive bajo el orden jurídico de la 
asociación política República Oriental del Uruguay. 


El duclo no ha demostrado ser -ni aun en los momentos de 
mayor eficacia de su vigencia- un instrumento idóneo para 
resguardar el honor de cada persona tutelada por el orden jurí- 
dico de la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: escu- 
chando las expresiones vertidas por el señor senador Blanco, 
me siento tentado no de presentar un argumento por el absurdo, 
sino de referir a otras opiniones que lamentablemente prevale- 
cen en el seno de nuestra sociedad. Digo lamentablemente por- 
que cllas significan un retroceso evidente sobre conceptos acer- 
ca de los cuales la sociedad uruguaya había marcado rumbos 
no solamente en Sudamérica, sino en cl mundo entero. 


En 1907, gracias a la prédica del doctor Pedro Figari, y al 
apoyo del entonces Presidente, don José Batlle y Ordóñez, así 
como de otras personas con conceptos y mentalidades evolu- 
cionadas, se derogó en nuestro país la pena de muerte. Sin 
embargo, hoy todos sabemos de encuestas que señalan que la 
mayoría de la población quiere que se restablezca la pena de 
muerte para determinados delitos o que se apliquen penas dra- 
conianas que implicarían enviar a la gente a la cárcel por 40 ó 
50 años o sentenciarla a reclusión perpetua. Con respecto a este 
hecho, quiero decir que aunque vengan dos millones de uru- 
guayos a decirme que eso es lo que ellos creen o piensan, 
votaré en contra, de su eventual restablecimiento, porque no 
me convencería ese criterio abrumadoramente mayoritario. Tal 
como enseñaba Vaz Ferreira, tener la mayoría no es sinónimo 
de tener razón; es decir, el hecho de que mucha gente crea una 
cosa no quiere decir que la minoría que opina lo contrario esté 
en el error. Nosotros tenemos que manejarnos con nuestras 
propias convicciones. En su tiempo, Copérnico y Galileo opi- 
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naron solos, contra toda la humanidad, e hicieron avanzar el 
conocimiento en beneficio de ésta. Entonces, la gente tiene sus 
propias opiniones, en este tema del duelo pero no está expuesta 
a lo que estamos expuestos los políticos. Estoy de acuerdo con 
que el concepto del honor, que se desprende del artículo 7* de 
la Constitución, no tiene carácter personal o particularizado de 
la clase o de la profesión política, sino que de lo que se trata cs 
de la protección del honor para todos los ciudadanos. Sin em- 
bargo, si un ciudadano que no es político es insultado, también 
podrá ampararse en esta Icy, a los efectos de no tener que 
incurrir en procedimientos incivilizados, como el de los golpes 
de puño, el duclo criollo o el lance armado sin ninguna garan- 
tía. 


Digo que la profesión de político -que considero es insalu- 
bre, y así lo he señalado algunas veces- está expuesta a ataques 
y críticas públicos, a intromisiones en la vida privada y a la 
maledicencia de cualquier irrespetuoso, por lo que no está mal 
que un político, si es insultado, pueda recurrir a un procedi- 
miento que no sea el judicial pues, en mi opinión -y pido 
disculpas al señor miembro informante, al señor Presidente y al 
Cuerpo todo- éste no sirve absolutamente para nada, en esta 
materia, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: no puedo sino coin- 
cidir con la afirmación del señor Presidente del Senado en 
cuanto a que ser mayoría no significa siempre tencr razón. 
Creo políticamente tener razón y sin embargo la ciudadanía 
votó en otro sentido. Pienso que nuestro deber, como legislado- 
ros es ser fieles a nuestras propias convicciones y principios y 
no correr detrás de lo que pueda ser la corriente de moda. 


Sin embargo, en este caso concreto, todos los aquí presentes 
hemos coincidido en que el duclo es un mal menor. Partimos 
de la base de que se trata de un mal, de que no hay desafíos 
desde hace 21 años y de que los agravios no han desaparecido. 
Entonces, nos damos cuenta de que ni sc ejercita, ni disuade. 
Tampoco soluciona los problemas que se presentan, que han 
sido ilustrados por el señor Presidente del Senado, Coincido 
con lo expresado por él en cuanto a la falta de reparación de las 
ofensas al honor y pienso que su alegato en esc sentido ha sido 
más elocuente que el mío, muy austero como to calificó el 
señor senador Ricaldoni, 


Como muy bien lo ha señalado el señor Presidente del Se- 
nado, hoy en día las ofensas al honor en nuestro país no son 
reparadas. Es verdad que no existe una efectiva tutela del dere- 
cho al honor, tal como lo establece el artículo 7* de la Constitu- 
ción. Todo eso es cierto, pese al instituto del duclo y a la 
existencia de ilícitos penales previstos en el Código. Así como 
en la conciencia pública el ducto es una institución considerada 
anacrónica, así también en la conciencia pública la aplicación 
de una condena penal, es decir, el ir preso -para utilizar un 


CAMARA DE SENADORES 


16 de Junio de 1992 


término corriente- por cometer ilícitos contra el honor no es 
hoy en día aceptado. Debo decir que no les reprocharía, en ese 
sentido, a nuestros Jueces si, cediendo, de alguna forma, a un 
estado de opinión colectiva, no son más severos en la aplica- 
ción de esta pena. 


Por todo lo expuesto, confieso que son escépticos, en cuan- 
to a la utilidad práctica que puedan tener, los artículos 2* a 6* 
del proyecto de ley cuya aprobación recoméndamos al Senado, 
no porque no impliquen un mejoramiento y una agilitación del 
procedimiento penal, lo que es conveniente, sino porque estoy 
convencido de que a la hora de juzgar si existe o no delito, va a 
prevalecer el concepto de que la ofensa al honor no es castiga- 
ble, punible, de forma tal que el ofensor al honor no será 
castigado. 


Es así que en el ámbito de la Comisión planteé la idea de 
complementar este proyecto con una fórmula que a través de la 
vigencia de un tribunal de honor -cuyo fallo o laudo, en primer 
lugar, moralmente implicara el señalamiento de quién es el 
ofensor y quién el ofendido- abriera además una vía directa y 
expedita para la justicia ordinaria y la reparación correspon- 
diente. 


Entonces, no discuto la afirmación de que los instrumentos 
jurídicos vigentes no son suficientes para proteger el derecho al 
honor. Más aún: si este proyecto es aprobado, tengo la inten- 
ción de presentar un proyecto de ley en la materia, cosa que ya 
anuncié en el seno de la Comisión. Lo que sí digo es que el 
mecanismo, el instituto del duelo, tal como existe ahora, no ha 
tenido el efecto disuasivo que se suponía podía tener, cosa que 
ha sido reconocida aun por quienes se manifiestan a su favor. 
Finalmente, el contexto social lo ha dejado como un instrumen- 
to anacrónico. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: a los efectos de 
ahorrarle al Senado una exposición, me he permitido interrum- 
pir al señor senador Blanco para apoyar expresamente la argu- 
mentación que él ha venido desarrollando en su segunda inter- 
vención que, según creo, es decisiva en favor del proyecto de 
ley que informa la Comisión de Constitución y Legislación. 


Cabe preguntarnos cuál es el argumento que hemos oído y 
que pudo tener validez -lo digo con toda franqueza- en el mo- 
mento en que la Ley de Duelos se sancionó. El argumento en 
defensa de la Ley de Duelos ha sido y es que ella constituye, en 
cierta medida, una valla para evitar los agravios, las ofensas al 
honor, Ciertamente, operó, de alguna manera, durante algún 
tiempo en la vida el país, pero ha dejado de hacerlo. Ya no es 
una valla, porque siguen existiendo agravios y ofensas al honor 
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de la gente y nadie recurre al duclo. No sólo no hay duclo, sino 
que no hay retos a duclo. En la conciencia colectiva de la gente 
y, si se quiere, en la cultura -que está conformada por diferen- 
tes valores que hacen a la educación, a la cultura en sentido 
estricto y a la ética- no está presente la idea de que si se ha sido 
ofendido, el hecho de recurrir a este instituto repare su honor. 
Es más, hasta donde recuerdo en los últimos retos a duelos -por 
lo menos aquellos que tuvieron gran trascendencia por las per- 
sonas involucradas- ante situaciones que, en otros casos, dicron 
mérito a declarar que había lugar a duclo, los tribunales termi- 
naban, generalmente declarando que éste no tenía lugar. Esto 
sc debía a que, de alguna mancra, se estaba recogiendo, a 
través de esos fallos, el cambio que se había producido en la 
conciencia colectiva. Entonces, cuando este instituto -entendi- 
do en alguna época como un mal menor- deja de cumplir ese 
efecto disuasorio frente a la posibilidad de la ofensa o agravio 
al honor, todos los argumentos contra cl duelo se vuciven abso- 
lutamente eficaces e irrcbatibles. 


He seguido con mucha atención las exposiciones que se han 
realizado en el día de hoy, y debo decir que ninguna me con- 
mueve en mi posición en cuanto a que el instituto del duelo ha 
dejado de tener vigencia de hecho en el país, en la conciencia 
de la gente. No quiero decir que pasó de moda porque sería una 
expresión fuera de lugar y hasta irrespetuosa con el instituto 
mismo y con aquellos que, en una determinada época, lo lleva- 
ron adelante. Repito que lo que ha cambiado cs la conciencia 
de la gente, los valores culturales dei país, que determinan que 
el instituto se vuelva absolutamente ineficaz para lograr lo que 
se quiso cuando se estableció, o sea, disuadir o evitar dentro de 
lo posible tos agravios o las ofensas al honor. En la actualidad 
esto no se cumple; la única razón que pudo existir para estable- 
cerlo y que podría sostenerse para mantenerlo, ha desaparecido. 


SEÑOR RICALDONT. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BLANCO, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR RICALDONTI. - Señor Presidente: advierto que el 
núcleo central de la defensa de este proyecto de ley, paradojal- 
mente no defiende a éste. Toda la respetable argumentación 
que se ha expuesto -y que en alguna forma comparto, tal como 
lo expresé al principio de mi exposición central- en contra de la 
Ley de Duelos, no ingresa a la defensa de este proyecto de ley 
en aspectos que he señalado como esenciales. 


El motivo de esta interrupción es formularle una amistosa 
pregunta al señor miembro informante: con este proyecto de 
ley, ¿cómo se hace para llevar a la audiencia prevista cn cl 
artículo 3%, a legisladores, a Ministros o al Presidente de la 
República? Simplemente no pueden ir porque lo impide la Cons- 
titución. Por este motivo, esta parte del proyecto no sirve para 
civilizar -como se suele decir- ciertas reacciones que, por lo 
menos, en la mayoría de los casos son humanamente muy 
explicables. 
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El tema central de la discusión es si la solución de la Ley 
de 1920 es buena o mala. En este sentido, debo señalar que hoy 
en día debe ser sustituida por otra porque actualmente no se 
pueden encontrar los mismos fundamentos que antes para justi- 
ficar la vigencia de esa ley. Esto no quiere decir que este 
proyecto mejore la situación, porque vuelvo a insistir en que 
existe una irresponsabilidad que no sólo es penal sino que tam- 
bién es civil. Incluso, si no se dictara la nueva ley con una 
instancia reparatoria ante la justicia civil y se pensara que se 
puede llevar a cabo un juicio civil contra el agraviante, esto no 
sería posible. Esto se dcbe a que el agresor está amparado por 
el artículo 112 de la Constitución. Por este motivo, este proce- 
dimiento es muy antidemocrático, ya que los principales res- 
ponsables de los agravios que afectan a la opinión pública están 
especial y constitucionalmente protegidos, por lo que lo que 
establece el artículo 7% en cuanto a la protección del honor por 
esta vía, se convierte en letra muerta. 


En consecuencia, señor Presidente, en su momento -y lo 
aclaro porque se me han hecho algunas consultas al respecto- 
de acuerdo al Reglamento y luego de agotado el debate, plan- 
tearé que este tema vuelva a Comisión y no como una alonga- 
dera para definir este problema sino porque creo que habría que 
estudiar en qué forma pueden reglamentarse algunos artículos 
de la Constitución que están muy vinculados con este asunto. 
De ser así, todos los que coincidimos en modificaciones, lo 
podremos llevar a la práctica a fin de mejorar el ordenamiento 
jurídico vigente, 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el señor miembro informante. 


SEÑOR BLANCO, - Agradezco la intervención del señor 
senador Cassina y señalo que coincido con su razonamiento. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - El motivo de mi interrupción es una 
afirmación del señor senador Ricaldoni en el sentido de que 
ningún señor senador defiende este proyecto. Al respecto, debo 
señalar que esa apreciación se basa en un profundo error con- 
ceptual, porque lo que hay que defender es el duelo que, extre- 
mando argumentos, consiste en la legalización de un delito. En 
determinada época del país y, por razones de honor, se enten- 
dió necesario -siguiendo determinados procedimientos- legalt- 
zar delitos como lo son los que resultan del hecho de que dos 
personas se lesionen o se maten. Sostengo que no hay que 
defender esta ley; hay que ver si se puede seguir defendiendo la 
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Ley de Duclos. Desde mi punto de vista, he llegado a la con- 
clusión de que no puede defenderse la vigencia de la Ley de 
Duelos y, por ese motivo, no se debe defender esta ley, A mi 
juicio, no tiene sentido -no sé que hubiera hecho en el caso de 
haber sido legislador en 1920- defender la Ley de Duelos por- 
que, repito, extremando los argumentos, el duclo -por razones 
que pudicron ser respetables en su tiempo- suponía la legaliza- 
ción, la impunidad para determinados delitos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Puede conti- 
nuar el miembro informante, señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: como el señor sena- 
dor Ricaldoni me ha solicitado una interrupción, quisicra con- 
sultar a la Mesa cuánto tiempo me queda, ya que ignoro si las 
interrupciones se descuentan o no del plazo de que dispongo. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Dr. Sergio Abreu) - No se des- * 


cuentan, señor senador; dispone de siete minutos. 


SEÑOR BLANCO. - Entonces, quisiera concretar mi pen- 
samiento. Nuevamente agradezco al señor senador Cassina las 
puntualizaciones complementarias que ha realizado que, al igual 
que las anteriores comparto totalmente. 


Con respecto a la interrupción del señor senador Ricaldoni, 
así como también a su exposición relativa al artículo 112 y a 
otras disposiciones relacionadas con él, quisicra agregar que, a 
mi juicio -tal como ha señalado el señor senador Bouza- estas 
normas no alcanzan a las actividades que esos funcionarios 
realicen al margen de sus tarcas. Por lo tanto, considero que 
serían responsables en ese sentido. 


Asimismo, cn cuanto a un comentario del señor senador 
Ricaldoni, cabe señalar que cada uno de estos funcionarios se 
encuentra a su vez, sujeto a un determinado estatuto jurídico, 
que en virtud de su naturaleza les impide que puedan transitar 
por el ejercicio de la función pública, ofendiendo y agrediendo 
a todo cl mundo. El señor senador Ricaldoni mencionó el 
artículo 115, que es un caso concreto. Los otros funcionarios 
políticos tienen mecanismos constitucionales que se pondrían 
en funcionamicnto en el caso de que se produjera una lransgre- 
sión de esa naturaloza. 


En cuanto al fondo de la objeción del señor senador Rical- 
dont, debo señalar que discrepo totalmente con respecto a que 
en estos funcionarios se encuentre la mayor fuente de las oflen- 
sas y agravios que hoy presenciamos. Si miro a mi alrededor, 
no podría decir -a pesar de que no es muy extensa mi actuación 
como legislador- que haya escuchado ofensas o agravios de 
parte de mis compañeros, tanto en esta como en la otra Cáma- 
ra. No digo que no los haya; podrá haberlos, pero insisto en que 
la mayor fuente de agravios, ofensas y difamaciones para el 
sector político, normalmente, no emanan de este ámbito, Crco 
que esta es una realidad absolutamente comprobable y demos- 
trable en nuestro desempeño habitual de la función pública. 
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Por último, el señor senador Ricaldoni adelantó que iba a 
proponer que el tema volviera a Comisión. Sin ánimo de invo- 
lucrar a los demás miembros de ésta, debo manifestar mi total 
oposición en ese sentido. En primer lugar, porque considero 
que en el fondo todos tenemos un concepto formado sobre el 
tema y, en definitiva -como dijo el señor senador Cassina- 
estamos discutiendo si se mantiene o no la Ley de Duclos. Esto 
es lo fundamental; las demás disposiciones tienden a perfeccio- 
nar los mecanismos y procedimientos existentes para la repara- 
ción de los delitos contra el honor, por la vía jurisdiccional, 
Esta es la función que tienen los artículos 2% al 6%, Pero lo 
medular y central de esta legislación consiste en decidir si 
queremos derogar o no la Ley de Duelos. Reitero que este es el 
tema central sobre el que todos tenemos una posición formada. 


Por otra parte, el señor senador Ricaldoni ha sugerido que, 
a través de un trabajo de la Comisión, se estructure un sistema 
sustitutivo de la Ley de Duelos, de manera tal que brinde cier- 
tas garantías. El señor senador también afirma que en virtud del 
artículo 112 y concordantes, esos funcionarios no podrían ser 
objeto de ninguna acción de naturaleza penal o civil. Entonces 
desde el punto de vista que él maneja, la situación es la misma, 
ya que, más allá de que en la Comisión discutiéramos este 
tema durante el resto de la Legislatura, nos encontraríamos 
contra la muralla -si es que mantenemos la concordancia con 
respecto a la aplicación del artículo 112, tal como señalaba el 
señor senador Ricaldoni- de que no se podría alcanzar la fór- 
mula sustitutiva. Entonces, lo único que nos quedaría, en deft- 
nitiva, sería mantener el duclo, a pesar de que la mayoría de los 
miembros de la Comisión piensan que debe ser derogado. 


Por lo tanto, señor Presidente, reitero que la Comisión acon- 
seja por mayoría que el Senado, en el día de hoy apruebe el 
proyecto tal como ha venido de la Cámara de Representantes, 


Muchas gracias. 


12) ORDEN DEL DIA. Se levanta la sesión. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: en virtud de un 
compromiso includible, deberemos retiramos dentro de diez 
minutos. Sin embargo, desearíamos hacer uso de la palabra 
para referirnos a este tema y, adernás, nos interesaría escuchar 
a los señores senadores que están anotados para opinar sobre 
este asunto. 


Por tal motivo, formulo moción a fin de que el Senado 
levante la sesión dentro de dicz minutos y que este tema se 
incluya como primer punto del orden del día de mañana. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el 
señor senador Korzeniak. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
13) LEY DE DUELOS. Su derogación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Continúa la 
consideración del asunto que figura en primer término del or- 
den del día, 


SEÑOR RICALDONI, - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Ticne la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: no me voy a 
referir a algunas apreciaciones que hizo el señor senador Cassi- 
na, porque evidentemente podemos estar en desacuerdo en ese 
punto, Pero no puedo aceptar -y lo digo serenamente- que se 
manifieste que este proyecto de ley no requiere defensa, ya que 
si lo estamos considerando, lo primero que se le debe pedir es 
que, o bien se defienda por sí solo, o que alguien asuma esa 
tarca. Me parece que para defender este proyecto de ley no 
alcanza con decir que no se está de acuerdo con la Ley de 
Duelos; sería suficiente si éste tuviera tan solo un artículo en el 
que se derogaran las normas relativas al duclo, es decir, la ley 
del año 1920 y las vinculaciones que ésta tiene con las disposi- 
ciones del Código Penal. Si así fuera, sería coherente señalar 
que no es necesario defender el proyccto de ley, porque basta 
con criticar el régimen de duelo vigente. Entonces, como se 
habrá podido observar, aquí se establece un mecanismo sustitu- 
tivo. 


Además, he podido observar que el señor miembro infor- 
mante sostiene algo que me parece que está empezando a cons- 
tituir una especie de precedente terriblemente peligroso porque 
ahora, por aproximaciones sucesivas, podremos llegar a la con- 
clusión de que si un legislador, un Secretario de Estado o un 
Presidente de la República, no en el desempeño de su cargo 
sino frente a un medio de difusión o en una tribuna pública 
emite una opinión de carácter político -con cste criterio tan 
estricto, que no tiene nada que ver con lo que es la protección 
de la Constitución, porque el senador no lo dijo en el Parla- 
mento, el Presidente en el Edificio Libertad o el Ministro en las 
oficinas correspondientes- no está protegido por esta norma 
constitucional. Me pregunto dónde queda la libertad de acción 
de un político en un caso como éste, o sea, si se hace una 
interpretación de cste tipo. 


Creo que el día de mañana nos va a permitir a todos seguir 
reflexionando sobre este tema. Simplemente, quisiera que pen- 
sáramos adonde nos está conduciendo todo esto, que no signifi- 
ca compartir -insisto en ello- la vigencia de la Ley de Duclos, 
tal como está concebida. 
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(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírcz) 


-Probablemente, esto sea pcor que aquello que se le atribu- 
ye -en algunos aspectos con razón- como defectos o inadecua- 
ciones a la Ley de Duelos en la actualidad. Entonces, resulta 
necesario defender cl proyecto; no basta con criticar el sistema 
que hoy tenemos. Resulta imprescindible indicar por qué moti- 
vos se la quiere sustituir y por cuáles razones se la defiende a 
pesar de que es inaplicable a quienes realmente debería afectar. 


Era cuanto descaba señalar. 
SEÑOR JUDE. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR JUDE. - Señor Presidente: mi exposición será bre- 
ve, pues de acuerdo con la moción de orden que ha sido formu- 
lada por cl Frente Amplio, esta sesión culminará en breves 
minutos. 


Con respecto a este tema, he escuchado decir que los uru- 
guayos de hoy no aceptan el duelo, de lo que podría deducirse 
que se trata de un instituto que no tiene base popular. Esto no 
me llama la atención porque he observado que ya no hay due- 
los coma en otras épocas. Paralelamente, también cerco que en 
los uruguayos hay una falta de confiabilidad en la clase políti- 
ca. Por lo tanto, este tema no puede ser manejado teniendo en 
cuenta los resultados de las encuestas, porque no es un asunto 
Cualquiera. 


A mi juicio, el duelo está incorporado en las más viejas y 
respetables costumbres, así como en la cultura de nuestro país, 
Inclusive, recuerdo que mi padre se batió a duelo con el señor 
Luis Baille Berres y crco que este hecho tuvo lugar porque hay 
momentos en los que no se encuentra otra salida que la del 
enfrentamiento. Este debe ser relacionado con un clima pasio- 
nal que determina la respuesta de una persona que se siente 
ofendida y que, a mi juicio, tiene el derecho a repeler esc 
agravio. Sin duda, tratará de buscar un medio natural para 
hacer propicia una confrontación. 


Posteriormente, cuando las dos personas que he menciona- 
do se volvieron a ver, se saludaron como lo hacían habitual- 
mente y su relación volvió a ser la misma que tenían en cel 
pasado. De esto se puede deducir que cl honor no es algo que 
ha dejado de tener importancia en la vida del país. Por otra 
parte, ¿qué otra vía puede haber para una reparación, cuando 
una persona es ofendida o agraviada? No entiendo de qué otra 
manera se puede mantener el honor si no es por la vía del 
duelo. Hay momentos cn que un hombre cs agraviado política- 
mente en forma permanente por otro -y el duelo, naturalmente, 
se produce en un clima político que tal vez aún no hemos 
experimentado- haciendo que las pasiones se exacerben. Un 
ejemplo de cello puede ser la situación que desencadenan las 
campañas electorales. 


222- C.S. 


No puedo creer que se diga que este instituto está desterra- 
do porque no se usa, cuando representa una garantía del honor. 
De cesta forma debe ser considerado. A su vez, la aplicabilidad 
o no del instituto del duclo no supone razón para que se dero- 
gue porque las viejas costumbres, así como nucstra cultura, 
dignidad y honor -lo mismo ocurre con una serte de enseñanzas 


que forman parte de ta convivencia de este país- a veces pue- 


den desencadenar en dolorosos cpisodios, Es posible que en un 
ducto una persona mate a otra, pero creo que esto también tiene 
un profundo sentido tradicional porque el honor nos intercsa 
ahora, como siempre. 


Además, pienso que modificar la vieja Ley de 6 de octubre 
de 1920 -que no por vieja deja de ser buena y aplicable- quizás 
pueda tencr peores consecuencias, Luego de un agravio o de 
una ofensa que da lugar -como no puede ser de otra mancra- a 
una reacción inmediata, tiene que producirse un duclo, Si éste 
no se lleva a cabo, pueden solucionarse las tensiones con un 
balazo, con una pelea o un enfrentamiento, pero no creo que 
este país esté lo suficientemente concientizado como para ir a 
un juzgado o comparecer a una audiencia ante un Jucz y, poste- 
riormente, que haya un juicio para una reparación económica. 
Me parece que tratando de buscar una solución, no la logramos 
y, sin embargo, encontramos el mal camino. 


Considero que las costumbres cn este país son fuente de 
Derccho o, por lo menos, deben ser respetadas. Insisto en que a 
pesar de contar con muchos años la Ley de Duclos constituye 
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una garantía que le hace bien a los políticos y que, aunque no 
se aplique, debe permanecer como una custodia del honor. En 
definitiva, no lo podemos perder porque forma parte de los 
valores culturales, tanto desde el punto de vista social, como 
político. 


14) ORDEN DEL DIA. Se Jevanta la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con la moción de 
orden recientemente votada, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 21 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores sena- 
dores Abadie, Abreu, Amorín Larrañaga, Arana, Araújo, 
Astori, Blanco, Bouza, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Gar- 
gano, González Modernell, Irurtia, Jude, Librán Bonino, 
Pereyra, Pérez, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Singlet y Zuma- 
rán). 
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